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t. OBJETO DE NUESTRO ESCRITO 

1. Los representantes del señor Gonzalo Orlando Cortez Espinoza y su farnili.a0 

sometemos a consideración de la Honorable Corte [nteramericana de Derechos 

Humanos (en adelante Corte o Corte !Df--1 ) e l presente escrito autónomo de 

'Sl)iici tULk'S, 1\l 'gt.m"téntos y prueba-s ( en adeiantc '"c'Sctitú ,. o "ese ito autónomo" ), 

de conformidad a lo establecido en el artículo 40 del Reglamento de la Corte y 
con base a los fundamentos de hecho y de derecho emitidos por la Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos (en adelante CIDH) en su Infonne de 

Fondo No. 13/ 19. caso 12.268. 
2. Por medio del pn~sente escrito, esta representación sustentará las violaciones a los 

derechos humanos cometidas en perjuicio de Gonzalo Orlando Cortez Espinoza, 

así como las pretensiones en el presente caso, y el material probatorio necesario 

para demostrar la responsabilidad del Estado ecuatoriano por el incumplimiento 

de sus obhgac1ofíes iuternacionaks ctm.tenidas en el corpus iur--e dd Sístem.a 

Interamericano de Protección de Derechos Humanos. 

2. Fm.TJ>A1'1IENTOS DE HECHO 

Z. l. HECUOS MATERIA DEL PRESENYE CASO 

2.1.1. Sobre la primera detención del señor Cortez y el proceso penal 
militar 

5. G-onzaio Orhmdo Cortez Espümza, fu~ nú\'..,"11ü,ro de las Fu~rzas ,1\nnad.as 
Ecuatorianas, trabajaba como técnico aeronáutico y alcanzó el rango de Sargento 

Segundo de la Fuerza Aérea. Trabajó por 16 años, 5 meses y 27 día n la 

institución con una carrera intachable. t 

4, FI 31 d.e agosto de l q93; por motivos de índ0k personal el ~eñor Crrte1 r.r .s~ntó 
una solicitud voluntaria de disponíbilidad para separarse de la Fuerza Aáea 

Ecuatoriana.2 

5. El 28 de febrero de 1994, luego de haberse cumplido el ti empo de disponibilidad 

detenninado por la ley, el Ministerio de Defensa Nacional le concedió el retiro 

(uaja militar) al sef\or Cortez,:i pasando desde ese n1:or1'\entu 1 ser un ciu<lad!lnü 
común, sujeto a la j usticia ordinaria. 

6. Desde el 9 de agosto de 1993 hasta el 25 de febrero de 1997 (e ' decir, por más de 

tres años y medio ininterrumpidos), trabajó para la empresa Ícaro S.A como 

Téc;niw de Mantenimiento de Rí-1.dios d., Fquip()S i\eroneftutif()~, habiendo 
cumplido correctamente su trabajo .4 

1 Anexo 1. Ministerio de Defensa Nacio nal. Liquidación de tiempo de sen 1ício No . 000557 3 de marzo de 
2005. Firmado por Patricio Bon¡11:i Romero. Cm! Eme .'ccrct~u-io General del !\1 D.N. 
2 lbidem 
3 Ibídem. 
4 Anexo 2. Ccrtifícado de trabajo . Ícaro. No IC-GG-032/97, 5 de marzo de 1997. Firmado por el Cmel 
A ve. (SP) Oswaldo Lara. Gerente General & Carnet de afiliación de Gonzalo Orlando Cortez Espinoza 
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7. El 21 de enero de 1997, el señor Gonzalo rindió una declaración ante el Jefe del 

Departamento de Inteligencia del Comando Aéreo de Transportes y el Fiscal 

Militar de la Primera Zona Aérea, en el contexto de una investigación iniciada 

sobre un posible ilícito de sustracción y venta de un equipo de radionavegación 

de un avión de la Fuerza Aérea Ecuatoriana. El testimonio del señor Cortez indica 

lo siguiente: 

"He sido visitado hace unos tres meses aproximadamente por el ingeniero 
Juan Guevara representante de varias compañías americanas de 
mantenimiento y reparación de equipos de aviación (..) quien me 
solicitara le consiga equipos de aviónica a lo que le indiqué que no estaba 
a mi alcance pero que podía tal vez hacer un contacto con una persona 
para ver si le podía obtener lo que él deseaba, por lo que hice contacto 
con el sargento primero de aviación Patricio Caizapanta quien quedó en 
estudiar la posibilidad de hacer y obtener lo que el ingeniero quería, 
quedando yo prácticamente desligado de esta operación, en ningún 
momento supe el costo de esto ni del equipo de aviónica que se trataba 
pero si advertí al sargento Caizapanta que en ningún momento se obtenga 
de las unidades operativas (..) desconozco si hubiese otra persona más 
involucrada, por lo que yo no he recibido ni el equipo, ni dinero, ni he 
pagado por el mismo. Siendo esta mi participación el haber organizado 
un encuentro entre el interesado y la persona antes nombrada, dejo 
constancia de que mi permanencia en la Primera Zona Aérea, no he sido 
objeto de ningún tipo de maltrato fisico o mental conforme consta en el 
certificado médico adjunto ". 5 

8. Además, relató que en enero de l 997: 

"Que en el mes de enero del año mil novecientos noventa y siete, 
mientras estaba laborando en el hangar de la compañia Ícaro, llegó 
una persona a preguntar por mí y cuando me acerqué a la puerta de 
entrada me entregó un documento que era una orden de detención 
dictada por el Fiscal Militar de la Primera Zona Aérea (. . .) para 
indagaciones sobre el delito de robo de un equipo de radionavegación 
de uno de los aviones de la Primera Zona Aérea. No accedí 
voluntariamente, pero por medios violentos, el Sargento Chávez que 
era quien llevaba esta orden me obligó a ingresar a un vehículo. (...) 
Al día siguiente se me hizo un chequeo médico y se me dejó en libertad, 
cabe notar que no estuve en ninguna habitación cómoda y que ninguna 
otra persona sabia de mi ubicación, tampoco hice esta declaración ante 
ningún Juez o Fiscal, o autoridad competente. Se me dejó en una oficina 
sin ninguna protección y soportando el frío toda la noche. Después de 

Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social. Anexo a la petición inicial de fecha 29 de marzo de 2000. Anexo 
2 del In forme de Fondo. (Ubicado en 12.268 Folder 1 ). 
5 Testimonio del señor Cortez ante el Jefe del Departamento de Inteligencia del Comando Aéreo de 
Transportes y del Fiscal Militar de la Primera Zona Aérea, de 21 de enero de 1997. Folio 5 del expediente 
del proceso penal militar 03-07 Judicial. Anexo a petición inicial de fecha 29 de marzo de 2000. Anexo 3 
a) del Informe de Fondo. (Ubicado en 12.268 Folder 1 ). 
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11,ios dio., se m l" 1nd1c, í tjlk' yu nu ténÍll nodu qw: Vét é rl e:'>k uswlf,) y 
(j11C 110 11/C f)f' c'OC /1/)(ll'CI ". 
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9. E l 19 de febrero de l 997, el Comandante Genera l de la Fuerza Aérea envió una 

comunicación al Juzgado de Derecho de la Primera Zona Aérea "a fín de que 

instau~ ta rnrr~spo11dicntc fü..:c1ón kg;al i fi11 d.c dctcrn.1inar las con-s1guicnk~ 

responsabilidades". El Comandante General adjuntó un informe del Jefe del 

Departamento de lnteligencia de la Fuerza Área que indicó lo siguiente: 

/:'/ diu 10-HNL-97 Personal de Inteligencia de la Fuerza Aérea 
pn,purcicmó ( .. ) La gt'ttbndóti de mm elitrevistn tdtfónlcti entre tfos 
illdividuos que hacía presumir que se estaba perpetrando un acto ilícito 
en Las instalaciones del Comando Aéreo de Transportes. (..) Mediante 
1:ficio ( .. ) de ( .. ) 2 I-ENE-97 el señor Comandante del Grupo Materiales 
( .. ) infimna ( .. ) que se ha detectado la pérdida del equipo VOR (. .. ) 
pertem.:-cienfe al «v.M,, (. .. ). lS/,: d<.·t.c·1w1ú1Ó mediante pru<!bas y 
comparación de voces que las mismas correspondían a !os señores: 
Sgos(r) Gun::alo Orlando Corte:: Espinosa ( .. ) quienes según el diálogo 
acordaron entregar algún tipo de equipo a cambio de una considerable 
cantidad de dinero. Efectuadas las respectivas detenciones lus antes 
nUJFióOiUü.#;s sujeltJs y sigiui:;.'lldn lnl pf'tk'áilfH i..;JNl nJ /t;,güli1.r :,;,¿ J'i.\.'ep!urm; 
sus declaraciones testirnoniale.s-7. 

l O_ Cabe mencionar que no existieron evidencias de investigaciones realizadas antes 

de la toma de declaración del sefior Cortez, ni que dicha información le hubiera 

sido proporcionada en ese ¡r1rníitmlu; adenlás, en 'u dnclarueión no contó con~¡ 
patrocinio de un abogado. 

11 . El 19 de marzo de 1997, el Juzgado Penal Mihtar de la Primera Zona Aérea dictó 

un auto cabeza de proceso por el ilícito de sustracción y venta de un equipo de la 

Fuerza Aérea Ecuatoriana en contra de cuatro personas, incluyendo al señor 

Cortez, el juez tnihtar íntlicó lo -:figuientc: 

(. .) la Sección de Inteligencia ha procedido de ínrnedialo u cmali:ar todo 
el material proporcionado y ha determinado que se preparubu un presunto 
ilícito en la Institución, correspondían (ü c) a ins señore. · ::-i'__f!.lS. (rJ Gonzalo 
Orúmd<J Ü!rl<'':. Espirwt<.f ( .. ) y Sgtp. / ~~<-'- ,.frc. /ia!ri ·ia f,'s1F,1rtk> 

C'a i::apanta Día:::, quienes han acordado entregarse algún tipo de equipo 
a cambio tle una co11.siderable camidad de dinero. 1'.:n hase a estu 
infórmación y previo conocimiento del só1.or Jue:: Fenal /\ 1ilitur at11erior. 
dicha cmloridad con fechlt 20 de enero (. .. ) ha dictado una providencia 
c,mw tti/lge;w/a p11t1--PPlH.'t1.w1f ,m li1 que se '-mhm11 la f/&e11d1>n pn:1vt!mlw1 

6 Declaración del se11or Co1i:ez dirigida a la Comisi ón !nteramericana de Derechos Humanos. 8 de marzo 
de 2012 . Rendida ante la Notaría Primera de Quito. Anexo a la cornunicación de la parte peticionaria de 
fecha 03 de abril de 2012 Anexo 4 del I nforrne de Fondo ( Ubicado en [ l 99543 ]-[ Annexes]) 
7 Informe del re:.ultado de la:s irwe.~igac ionc:1- resí ccto :1 la sustracción de un equi¡.o VOR,2•5 b RV,A SIN 
5037 Ministerio de Defensa Nac ional. Comando Aéreo de Tra11spo1tcs Departamento de Inteligencia. 
Adjunto al Oficio No. 0338-CC-6-D-0-97 enviado por Comandante Genera l de la Fuerza Aérea, de 19 de 
febrero de l 997_ Folios l al 4 del expediente del proceso penal militar 03-07 Judicial. Anexo a petición 
inicial de fecha 29 de marzo de 2000. Anexo 3 b) del [nforme de Fondo (Ubicado en 12.268 Folder 1) 
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del ciudadano Gonzalo Orlando Cortez Espinow, emitiendo para tal 
efecto la boleta de detención (..). De conformidad a lo que dispone el art. 
25 del Código de Procedimiento Penal Militar, ordenase la detención 
preventiva de los sindicados (..) para el caso de los militares en servicio 
activo, su detención se lo realizará en el interior del Reparto y para el 
Sgts. (,) Cortez Espinoza Gonzalo Orlando e Ing. Juan José Guevara Ruiz, 
en el centro de detención de varones de esta ciudad de Quito, para lo cual 
se deberán girar las correspondientes Boletas Constitucionales de 
encarcelam ie n to8. 

12. Es decir, en la providencia referida el Juez Militar ordenó que se instruya un 

swnario en contra de Gonzalo Cortez Espinoza, por la supuesta sustracción de un 

equipo electrónico perteneciente a la Fuerza Aérea Ecuatoriana en el mes de enero 
de l 997 .9 Además, el Juez Militar ordena la detención provisional del Sr. Cortez; 

sin tomar en cuenta su condición de civil. Es imp01tante mencionar que la 
Comisión lnteramericana de Derechos Humanos, en el infonne de fondo No. 

13/19 (párr. 20) toma nota de que en el expediente del proceso militar no se 
encuentra la boleta de detención de 20 de enero de 1997 mencionada en la 
resolución del Juzgado Penal Militar. 10 

13. El 24 de marzo de 1997, el Juzgado Penal Militar de la Primera Zona Aérea emitió 

una providencia dirigida al Director de Inteligencia de las Fuerzas Annadas 
Ecuatorianas a fin de que ejecute la orden del auto cabeza de proceso relativa a la 
detención preventiva del señor Cortez. El Juzgado indicó que "este documento 

surtirá los efectos de Boleta Constitucional de Encarcelamiento 11
• 

14. Dos días después, el Juzgado Militar emitió varias medidas en contra del señor 
Cortez como la retención y bloqueo de fondos, prohibición de salida del país, entre 

otras. Remitió sendos oficios a varias instituciones: i) Superintendencia de Bancos 
del Ecuador a efectos de emitir orden de retención y bloqueo de fondos; ii) 
Dirección Nacional de Inmigración y Extranjería a efectos de emitir orden de 

prohibición de salida del país; y iii) Registros de la Propiedad Privada de los 

Cantones Cuenca, Ambato, Guayaquil y Quito a efectos de emitir orden de 
prohibición de enajenación de bienes inmuebles 12• 

8 Auto de cabeza de proceso de juicio penal militar 03-97 de 19 de marzo de 1997. Folios 26 al 27 de l 
expediente del proceso penal militar 03-07 Judicial. Juzgado Penal Militar de la Primera Zona Aérea. Anexo 
a petición inicial de fecha 29 de marzo de 2000. Anexo 3 c) del Informe de Fondo. (Ubicado en 12.268 
Folder 1). 
q Ibídem. 
1° CIDH. Informe No. 13/ 19. Caso 12.268. Fondo. Gonzalo Cortez Espinoza. Ecuador. 12 de febrero de 
2019. 
11 Auto de cabeza de proceso de juicio penal militar 03-97 de 19 de marzo de 1997. Folios 26 al 27 de l 
expediente del proceso penal militar 03-07 Judicial. Juzgado Penal Militar de la Primera Zona Aérea. Anexo 
a petición inicial de fecha 29 de marzo de 2000. Anexo 3 c) del Informe de Fondo. (Ubicado en 12.268 
Folder 1). 
12 Providencia 052-CM-2-0-97 de juicio penal militar 03-97 de 26 de marzo de 1997. Folio 3 1 del 
expediente del proceso penal militar 03-07 Judicial. Anexo a la petición de 29 de marzo de 2000. Juzgado 
Penal Militar de la Primera Zona Aérea. Providencia 053-CM-2-0-97 de juicio penal militar 03-97 de 26 
de marzo de 1997. Fo lio 32 del expediente del proceso penal militar 03-07 Judicial. Anexo a la petición de 
29 de marzo de 2000. Juzgado Penal Militar de la Primera Zona Aérea. Providencias 054-CM-2-0- 97, 055-
CM-2-0-97, 057-CM-2-0~97 y 058-CM-2-0-97 de juicio penal militar 03-97 de 26 de marzo de 1997. Folios 
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15. [I 11 d~ j ulio J 1997. -, 111 qué ~xrst,\ una !rolda de enrnn:.chtmicnto- Cionzalo 
C'ortcz fue detenido ilega lmente por once agentes fuertemente armados del 
SerYici0 de Inteligencia de la Fuerza Aérea Ecuatoriana. y fue trasladado a la Base 
/\e rca Mariscal Sucre de la Primera Zona Aérea en el sector norte de la ciudad de 

Quito.1.1 

1 e~ Permaneció incomunicado por 19 días en la Base Aérea, in poder hablar con sus 
familiares, allegados, pe0r aún con algún defensor público ni privado, sufriendo 
diversos tnto · cruel s, inhumanos y degradantes, como se detalla en el numeral 
26 del pre nte escrito; además, nunca le informaron los motivos de su detención 

d~ fomm pr",,l 

. El señor Cortez en su declaración indagatoria de 30 de julio del mi smo año 

manife tó lo siguiente: 

Me encuentro detenido en esta umdad a órdenes dei señor Jue: desde el 
día v1emc:s 11 de.JHÍ!ú d¡;; 1997, en que iguafm1.mt~fm trufdo detenido por 
un grupo de miembros del servicio de inteligencia de este reparto, a mí el 
Captu Salazar del servicio de inteligencia me indicó que venía solamente 
para que me hagan otras indagaciones al re.specto, al día siguiente( . .) en 
horas de la noche fúi llevado al dormitorio u ca!abo::o donde me encuentro 
J' 11.u11ca se me dija ni fui 1,oofictufo que tenia ankn d-:e .arrest<1, 1ti par 
qué motivo, hasta el día de hoy que se me llama a declarar, 
particularmente sobre mis prendas de vestir y documentos que portaba 
cuando f ui an-estado, no me han sido devueltos en su totalidad ni todos 
juntos, por el Dpto. Je inieligencta r:.y 4 

l8. Además, en dtdaración jura:1nent.:tda tendida el 8 de marzo tle 2012 ante la 

Notaría Primera del Cantón Quito, dirigida a la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos explicó con mayor detalle las circunstancias de su detención: 

lvlientras estaba en dirección al terminal terrestre de Ouito, once ar¿entes ·- ' 
de intdrg ~ncia militar armado.\ con metrafle-ta::s me dl'tune, un y m · 
llevaron o la Primera Zona Aéreo, en donde se me ingresó u unu ceído 
que antes había sido un dormirorio de suboficiales. Q la í.Jll ' se conocí1 
como Villa Avión, en esa celda estaba detenido 1111 empluado de !u 
Compañía Ecuatoriana de Aviación y también entré yo, en donde estuve 
incqnuml «do por / #) días. Tú.!ltl{ft.) en <' I cual ,w llk' <.l. :Jtlik,n darmir ya 
que los oficiales golpeaban la puerta de la celda toda la noche. la comida 
que me daban en múltiples ocasiones llegó escupida y ni siquiera con el 

33 al , 7 del expediente del proceso penal mi litar 03-07 Judicial. Juz..l?· do Penal Militar de la Primera Zona 
A.éfea Anexo a pcticim inicial u0 1;x,hB 29 do 1mtrt:v cl ·, 2000. Ane.\v 3 ti) ti ¡ {n(i..1nHe- <k Fvfü:h {. l:'bio:Hív 
en 12 268 Fold er 1) 
11 Providencia 047-CM-2-0-97 de juicio penal militar 03-97 de 2~ de marzo de 1997. Folio 28 del 
expediente del proceso penal militar 03-07 Judicial. Juzgado Penal Militar de la Primera Zona Aérea. Anexo 
a petición inicial de fecha 29 de marzo el e 2000 . Anexo 3 d) del In forme de Fondo (Ubicado en 12 268 
Folder 1) 
1: l t.·danu;ión in<lagawria ,.kl ',l'r\or C1..'l'IC7. eri ju, r. iH p,mdl rtiifi·rar u l .1n 1fo Jo de jul io Je /y,17 Folios 12] 
al 125 del expediente del proceso penal mili ta r 01-07 Judicial Juzgado Penal Militar de la Primera Zona 
Aérea Anexo a petición ini cial de fec ha 29 de marzo de 2000. Anexo 3 t) del Informe de Fondo. (Ubicado 
en 12.268 Folder ! ) 
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guar<lia podía com·crsar. (. .. ) no noche un subojiciul de g uardia (. . .) 
lle[!_<Í o la celd, (. . .). me ,. •conoció y me prcgunró qué hacía ahi y le dije 
r¡ue estaha det1 ·11ido _,. que 11 •vaha unos días y que por.favor comunique a 
111i/1mili(I, /)() /' 111 dio de él mi.familia llegó a saber en dónde estaba y en 
l/ llC: c:u11dicio 11es. ¡1rocediendo a conseguir un ahogado para mi defensa y 
lu(.go de los 19 días me llevaron a la declaración en un estado 
·om¡ letam<'nte de¡ lora ble ante el juez militar. en donde indique que no 

tenía conocimiento del delito} menos aceptaba yo la responsabilidad de 
haht r partic ,jJado. Permanecí detenido por un tiempo de cinco meses tres 
se flwnas en la hase aérea. ,mea fui citado .formalmente. ( . .} Mis 
. ·11niliares (. .. ) residentes en Guayaquil tuvieron que movilizarse hasta la 
ciudad de Quito para saber en qué situación me encontraba. En esta 
ocasión la detención se debe a que el Je.fe de Inteligencia cambió la 
versión y ahora me acusaba de ser el autor intelectual ( . .) 15. 

19. El 14 de julio de 1997 el Depaitamento de lnteligencia del Comando Aéreo de 

Transportes emitió un oficio al Jefe de Depa1tamento de Jntel igencia en el cuaJ 
indicó que se puso al señor Cortez bajo la autoridad del Juzgado Penal Militar de 

la Primera Zona Aérea. En dicho oficio se indicó lo siguiente: 

En cumplimiento a lo dispuesto (...) y una vez efectuada la respectiva 

detención del Sr. (..) Gonzalo Orlando Cortez Espinoza. me permito poner 

a órdenes de su autoridad mi Mayor, al mencionado SUJETO, a fin de que 

se digne considerar proseguir con los trámites de ley pertinentes. Además. 

acijunto al presente se dignará encontrar el respectivo certificado médico 
(..)' 6_ 

20. El mismo día, mediante ce1tificado médico se indica : 

Certifico haber realizado examen psico-fisico al sr. Gonzalo Cortez d 3 ) 

años de edad, sin presentar ningún tipo de alteración. o evidencia. ni 

signos de trauma en ninguna parte de su cuetpo 17
. 

2 1. El 16 de julio de 1997, apenas 5 dias después de la detención ilegal y arbitraria 
del Sr. Gonzalo Cortez, el Dr. Slim Boada Aldaz, Juez del Juzgado Penal Militar 

de la Primera Zona Aérea emitió una boleta de encarce lamiento dirigida al 

Comandante del Ala de Transportes No. 1 1 para so li c itar e l mantenimiento del 

15 Anexo 3. Co pia imple de Declaració n juramentada rendida ant e el Dr. Jorge Machado Ceva llos. 1 ot~u-Í() 
Primero del Ca nt ó n Quito, e l 8 de mar;,c, de 201 2. 
11' úfício No . 085-CZ-2b-0-97 envi ado por d Jefe de Departamento de Inteligencia. de 14 de j ulio de 1997 . 
!·o lio 11') dcl expediente del rroceso pena l m ili1 ar 03 -07 Judic ia l. linisterio de Defensa acio nal. 
Comando J\éreo de Transportes . Departame nto <k ln1 e li gern.:ia. Anexo a petición inicia l ck fecln 29 de 
marzo de 2000. /\nexo 3 g) del Informe de Fondo. ( Ubicado en 12.268 Fo lde r 1) 
17 Certificado méd ico realiwdo en la unidad de sanidad de Quito, de 14 de julio de 1997. Fo lio 120 del 
expedie nte de l proceso penal milita r 03-07 Judicial. Ministcrio de Delens.1 Nacional. Servicio de Sanidad 
de las Fucn.as J\rrnadas Ec uatoria nas. /\nexo a pe tic iún inicial ck techa 29 de marzo de 2000. Anexo 3 h) 
de l Informe de fo ndo. (Ubicado en 12.268 Foldl'.r 1) 
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:;;d'\ )r (\)rta 11 ~n lid,H.I c..k Jet ·nidú ··n dl\.: hu lugar U JUCl 1n1litar sosH.1v0 lo 

siguiente : 

Fn c 11111¡Jlu111<' llfn ( t !u unl<'lt de J<'fe11 ·1<í11, d1.,p11..: ,t(J p()r el_¡1cgaJo J..: estu 

n111.w t .. ) ("Ji te o rírclene., rlt: d, ho au/or,Jud u/ deten,clo S}!,t,,. lec. rl vc. 
(1' ) < 11/11 .: ¡¡li> < ·,11N.: /.'.,¡1111,1: u. l'i>r lt> unte., t!.\J)Ui:. tu, .\/Jlt t.: tlo u u,;ft:J 1111 

r ·11m11cl, d1.,¡1011cr o e¡ 111 <.:n correspundu, se mantenga en calidad de 
detenido mielllras se cumpl<m ciertas diligencias procesales f. . .) luego de 
/w cuule.\ este .ftcgudn d1spomlrú en ji;rnw inmediutu su traslado al 
C ·ent m Je /)etencl( ÍII / > ru v1swnul Je / '1chindw, ul detemdo por su 
. on !r uin le ·,,·d. h '. I • Jo ·um~~Jl11) \'Ur/1rii los <!}cu J., Je Rol<!W 
( ·omlll Ul'tr>11u/ de 1~·1zcun.:ef umwnto'8. 

'Y) El señor Cortez estu o detenido e incomunicado desde el 1 l de julio hasta el 30 

de julio de 1997, día en que fue llevado ante el Juez Militar para que rindiera su 
de: -lamci · n indagatoria . ,,;i En k~ misma no estuvo asistid por un abogado 
defensor. 

23. El 11 de agosto de 1997 el señor Cortez presentó un escrito dirigido al Juzgado 

Penal Mil itar de la Primera Zona Aérea en el cual sostuvo Jo siguiente: 

/ S1;lici!o / la re l-'nu1Joria je mi deit'!!ciún pr¿1:enii 1a afi, i · qu ~ J · ,:r; 

libertad pueda e1ercitar de me1or manera mi legílimo derecho de defensu 
(..). al momento al enconlrarme detenido il?fustamenle y por primera ve.:: 
en mi vida tanto yo cumo mi fámiliu estamos sufriendo un verdaderu 
traumu moral y psicolágico20. 

2 . El 22 de Ot,'tt1br~ de l 997 d sc11iot Cort ·z súli ' itó ni JuzgJdo Pena{ Militar de la 

Primera Zona Aérea la fijación de una fianza a efectos de ser puesto en libertad. 
la cual fue aceptada el 17 de diciembre del mismo año. Tras el pago de 1.500 

dólares americanos, el señor Cortez fue puesto en libertad el 19 de diciembre de 
1997. 

25 . Para con eguir esta cantidad de dinero la e posa del Sr. Cortez tuvo que requ rir 
un préstamo a una entidad financiera, ya que, al ser una suma alta de dinero y al 
permanecer el Sr. Cortez, privado injustamente de su libertad por \'ario_ meses 
para ese entonces, no tenía ningún in!:,Tfeso que le pennita olv ntar e a cantidad 
de 1mnediato. 

26. En el informe psicológico forense, rea li zado por el Dr. Ítalo Fernando Rojas 
Cueva, de 16 de julio de 20 13, en Sr. Cortez detalla la primera detención en los 
siguientes términos: 

; ; (J! Í ·Ít : 'o Ulí :> -t'L-.<:b -u-•)7 em a,1c.Jó p >F 1. I kfo de Ll~ . ""'mem k lnt h ·~nc1n, ti~· 14 de 3ulw ,k / .N :­

Folio 119 del expedien te del proceso pena l milit ar OJ -07 Ju clici'1l. ivlini sterio de Defensa '\'a, io11al. 
Comando Aéreo de Transr ortes Departamento de Inteli gencia. Anexu a petición ini cial de fec ha 29 de 
marzo de 2000. Anexo 3 g) del In forme de Fond . / bi cado n 12 268 F Jder 1) 
19 Declaración del señor CorteL dirigida a la Comisión lntcramcri cana de DercchLl' Humanos, S de marzo 
de 20 12. Anexo a la comunicación de la parte pet icionaria de lecha 03 de abr il el, 20 12 Anexo ~ del lnfonne 
J~ fomlü (Ut1¡ ~aJo en [ IQ9~41J-í ,\1 íH:\.1:s]) 
20 Escrito de defonsa del Sl'ñor Cortcz en juicio ponal milit ar IJ3-97 do 1 1 dt' al!vsto de 1997. Folios 12 7 al 
129 del expedi ente del proceso pena l mi lit ar 03-07 Judicial. Juzgado Penal ~Militar de la Primera Zona 
Aérea Anexo a petic ión ini cial ck fecha 29 de marzo de 2000. Anexo 3 j ) del Informe de Fondo. (Ubicado 
en 12. 268 Folder 1) 
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Menciona (el seiior Cortez) que pe1mtm eció privado de libertad desde el 
mes de julio l,m.ta tlidemhre de 199 7 y recuperú su lihertad pa,:,mdo um1 

fianw. Al inicio de su detenci,fo estuvo incomunicado por 17 días, sin 
contacto con familiares y tras ese tiempo putlo comunicarse con su 
espmw. Dice haber permanecido encerrado en un calabozo improvisado 
donde personas desconocidas ~olpeaban fuertemente la puerta para evitar 
que duerma. situación que se prolon~ó pvr varios días afectando su estado 
Je vigilia por el agotamiento "fui u declarar zombie" dice para referir un 
posible estado de afectacián emocional por fa lta de descanso. Se queja 
,¡ue nunca fue auscultado por 1111 médico durante su detención y que sus 
captores ·e han ensañado con actos de desprecio y odio al escupir en su 
comida "la comida escupida, con gargajos y flemas, yo no comía, pero 
otras veces ya el hambre sacaba la cuestión esa y la comía" señala para 
ref erir su actitud ante este trato degradante. "Me sacaron escoltado como 
un criminal" dice explicando la actitud de los militares al trasladarlo para 
ser interrogado exponiéndolo a los predios de la base aérea en donde era 
conocido por haber prestado servicios ahí, hecho que lo vive como una 
afrenta a su dignidad considerando el contexto social cultural de la fuerza 
aérea en donde servía y tenia una jerarquía. (..) Pasados los días de 
incomunicación, las condiciones de encierro se hicieron más flexibles, 
persistían frecuentes requisas a su celda, pero había alcanzado a tener 
una cama y un baño decente, podía practicar deporte, pero jamás gozó de 
un ámbito de intimidad en las visitas21. 

27. El mismo infonne concluye que: 

El examinado refiere hechos y circunstancias de una detención ilegal, 
prisión con incomunicación, un proceso judicial sin las debidas 
garantías y tratos degradantes durante su cautiverio. (. .. ) Refiere haber 
permanecido detenido con incomunicación y sometido a constantes 
estímulos psicológicos que 110 le permiten dormir ni permanecer 
tranquilo. La privación de libertad representó para el examinado una 
gravísima afectación en su plan de vida, supone una afectación grave de 
su actividad productiva y desmejora su sentido de dignidad al haber sido 
prisionero y expuesto en tal condición, en una unidad militar en la cual 
él trabajó y tuvo un desempeño crítico e irreverente. Si hien no hemos 
encontrado indicios categóricos de daño psíquico o traumatización. hay 
suficiente evidencia de sufrimiento en el examinado. (..) lu esposa. hijas 
e hijos del examinado resultan víctimas vicarias ya que han suf rido las 
carencias económicas, la inestabilidad y evidentemente todas las 
manifestaciones de aclilud y conducta del esposo _v padre. sumido en un 
males/ar emocional recurrente21. 

28. E l 29 de julio de 1998 la defensa de l señor Cortez soli c itó al Juzgado de Derecho 

de la Primera Zona Aérea e l sobreseim iento de finiti vo del proceso y 

21 Anexo 4. 1 nformc Psicológico forense No. 20 1 J-892. practicado en el 16. 19. 24 y 29 de julio de 201 3. 
Policía Nacional del Ecuador. Dirección Nacional de la Po licía Judicial e In vestigaciones. Departamento 
Médico Legal. 
22 Ibídem. 
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levantamiento de J-a :; J cm i .' medida~ p1 vcntivas en su contra, en {os siguientes 

términos: 

No es por mús agregar. que e11_ji,rm<1 arh il rw~,a e i11ocenle, estuve dctenic'.o 
por d e.~pw.,·w de 11t1 mpo apn1.,úmado de cmco meses una semana sm 
fút ntulrr ,k j11id,;, 'rrtt lr1 r¡ttt.' .i·,· tti,' ltrt t'rJ//.\ ( li)r.> g 11 ·" p, ,,jtú( '/(J.~ ni mi 

·~·unrm. !7()!1/(;11( /os t.:: en Juego mi honor y dignidad lo que Iza provocado 
igualmente que pierda mi lugar de trabajo, por lo que de igual manera 
dt!nlro del auto de sobreseimiento dejinltivo que se dig11ará dictar a mi 
favor, su. levanlarú todas las medidos e_¡ercitadas en 1ni contra; en/re ellas, 
;;/ hfoquc:o d.: mis cuc:11/us ht.1nL'f..:ria'i.·, prolúhü:ión de c.nqjenar bien: .. :.\ d 
ctrrui<•O V <>ll'OS1-'. 0 ., 

29. El 23 de noviembre de 1998, el fiscal militar de la Primera Zona Aérea emitió su 
dictamen so licitando el sobreseimiento definitivo del señor Cortez indicando lo 

siguiente: 

( .. .} ri::spc:cw uf. sarge,ttu (r) Gontafo Orhmdo Curft':: E!!ipino:a .,e d1gnará 
usted sdior jue:: dictar el sobreseimiento de.finilivo por cuanto él no 
participó en la sustracción del equipo VOJr!-1_ 

JO. El mismo día el Juzgado de Derecho de la Primera Zona Aérea emitió un auto de 

llamamiento a plenario dcdarándos...~ c.om¡x~tcntc sobre d cas,o. haGicndv CJS.'.) 

omiso al pronunciamiento del Fiscal. El juzgado indicó lo siguiente: 

La infracción motivo de esta investigación se ha llegado a comprobar 
tanto por los informes de Inteligencia que dice: "el mencionado equipo.file 
entregado en venta al lng; Juan Guevara a un costo de tres millon!!s 
ochocientos mil sucres los cuales.fueron entregados al ,\e;to, ( 'ai::apanta'~ 
como por la demás documentación remihda por la Superioridad con 
relación al caso, así como las declaraciones indagatorias de los 
sindicados (...) excepto del lng. Juan Guevara por estar pr(J_fugo. en los 
que se llega a determinar tanto la preexistencia de este bien (equipo VOR) 
(.) osf umwpor la demás dDt.:Wrtl'.Tdadón c1mstantt• en d proc·t:so r. . .) id 
cometimien/o de es/a il?:fi·acción (.), así como la presunta responsohilidacl 
en este ilícito por parte de sindicados Sgto. Patricio Cai::apunta ,._\g to. 
A1ilton Noroi1a como autor material y coautor en su orden en es/o 
infracción: así como el E'x Sglo. Corte:: e lng. Juan Ciuevara como como 
Julúre.~ instigüdores. Je <.!SIC iw.ch.o, nwti1'0 por .:..'i "ual y acogiendo al 

criterio del señor Fiscal de la Zona /fúmese u juicio plenuno a los 

21 
Escrito de conclusiones del seiior Cortez enjuicio pernil militar 03 -97 de 29 Je julio de ¡ 998 Folios del 

222 al 228 del expediente del proceso penal militar 03 -07 Judici ·il Juzoado de D . 1 :1 1 fl · . z A · A. . . . . . . ' · "' erec10 ce a nme1a ona 
erea . nexo a per1c1on m,c,al de fecha 29 de marzo de 2000. Anexo ' J) d J 1 ,., d .. F d ' Lrb· d 

en 12.268 Folder 1) . -' e n1om1e t: on o ( ica o 
24 

Dictamen_Fi scal del Fiscal Mili tar de la Primera Zona Aérea en 1·uício penal militar O' -97 d, ?8 d t 
,J ... F> 8 r.: ,¡ .,..,.., · I ,.,,, ., d I ct · d . · -' 1:: ~ e agos o 
, ~ • . ,•O 10~ ..:.., _ U. --l C c_,:pc !Cll[C el '1J'OCC~O tlCll" 1 1111T1• n ,· ()1 07 J ct· ~. 1 J . d d Q ]-· d 1 p · - " • ~· · = ... - u icl'.l uz, .. , o e cree"'' e 
a nmera Zona Aérea Ane.xo a petición inicial de foc ha 20 dt· marzo de ?000. ·.e\ , ~-- 7 d 1 

1 
¡· "'d · 

Fondo (Ubicado en 12.268 Folder 1). - - . . m:xo e n orrne e 
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sindic~~os antes c.:itados, por no huber desvirtuado su participación en 
este d1c1ro por el deliro refcrido15. 

31. El 12 de noviembre de 1999 la Corte de Justicia Militar resolvió el recurso de 

apelación presentado por la defensa del señor Cortez en contra del auto de 

llamamiento a plenario. La Corte de Justicia Militar declaró nulo todo lo actuado 

respecto de la presunta víctima y consideró que el Juzgado de Instrucción no era 

competente parn conocer el caso en relación con el señor Cortez debido a su 

condición de civil. Asimismo, ordenó el envío de copia del expediente a sorteo en 
sede judicial ordinaria.26 

32 . El 7 de diciembre de 1999 el señor Cortez solicitó al Juzgado de Derecho de la 

Primera Zona Aérea que ordene la devolución inmediata de la fianza pagada con 

motivo de la anulación de todo lo actuado en su contra en sede judicial militar. 

na semana después el Juzgado de Derecho de la Primera Zona Aérea se declaró 

incompetente para ordenar la devolución de la fianza conforme a la resolución de 
12 de noviembre de la Corte de Justicia Militar. 27 

33. El 17 de diciembre de 1997 consta, mediante nota de venta, el pago que realizó el 

Sr. Cortez por la comida durante el tiempo de su injusta detención, que ascendió 

a l '443.000 (un millón cuatrocientos cuarenta y tres mil sucres), -pagada en tres 

cuotas- por los más de cinco meses que pasó recluido sin fundamento en la base 
militar.28 

34. El 24 de diciembre de 1999 la defensa del señor Cortez requirió que se le devuelva 

la fianza al Juzgado de Derecho de la Primera Zona Aérea indicando lo siguiente: 

(..) justamente por la falta de competencia (..) usted está en la obligación 
de reivindicar al señor (..) Cortez todos sus derechos que le fueron 
conculcados en su juzgado, mediante orden de arraigo, bloqueo de 
cuentas bancarias, prohibición de enajenación de bienes, ftjac ión de 
fianza es usted señor juez (...) quien debe proveer para que le sean 
devuef tos sus derechos y fianza deforma inmediata. 29 

35. El Juzgado de Derecho de la Primera Zona Aérea remitió dicho escrito al Fiscal 

Penal Militar de la Primera Zona Aérea, quien , el 13 de enero de 2000. emitió 

opinión en los siguientes términos: 

(..) usted Juez de Derecho, habiendo sido declarado incompetente en la 
acción penal contra el mencionado sargento Cortez Espinoza. no puede. 
dada su incompetencia legal, dictar providencia alguna. sino remitir wdo 

25 Auto de llamamiento a plenario en juicio penal militar 03-97 de 23 de noviembre de 1_ 998. Fo lios 2~5 al 
236 del expediente del proceso penal militar 03-07 Judicial. Juzgado de Derecho de la Primera Zon_a Acrea. 
Anexo a petición inicial de fecha 29 de marzo de 2000. nexo 3 m) del In forme de Fondo. (U bicado en 

12.268 Folder 1 ). . . . . . . . . ,., . . . . ? _ 
~6 Corte de Justicia Militar. Reso lución de apelac,on dentro del Ju1c10 penal militar OJ-97. de techa J_ de 

· b de J 999 Fo lio ?44 del exped iente. Anexo a la petición inicial de 29 de marzo de 2000. nov1em re . - · -
0 

d I d" 
21 Providencia dentro del juicio penal militar 03-97. de 15 de diciembre de 1999. folio 2:, e expe 1ente 

1 ·1·t· Anexo a la petición inicial presentada a la CIDH e l 29 de marzo de 2000. pena m1 1 ar. . · , , - e R - · d 
2s A 5 N t de venta de 17 de diciembre de 1997. Firmada por rranc1 co anaez. on azon e 

nexo . . o a - ,., d d 1 - ,ooo 
· · 1·d d r1·ficada =r 1:: I Notario Déc imo Dr. Eduardo Orquera Z. el I J e marzo e ano - . 

onoma I a ce 1 . ,·- . . . . b d· 1999 F 1· ?5? 
19 ::, · d . 1· ·t d del Sr Cortez en J·uicio penal militar 03-97 de 24 de d1c 1em re e , o 10 - -- Escrrto e so 1c1 u · d 

-. · · ¡ ·¡ · O" 07 Anexo a la petición inicial presentada a la Clf)I I el 29 de marzo e 2000. del JUICIO pena m1 ,Lar .>- · 
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tu octtmdo ul ¡ue:. u)mpc;t-cr·ifl'. , pura que Jr.r:Jw tn.1t1>ruiad r ·,.,111:.fvu lo 
convt'nienlc rc:.~pecto a lo solicitud del peticionario (..) (h '! ed señor .Jue:: 
dchc negar lo soliciludo en los escrilos presentados por el sargento en 
re/in> Gon::alo Oriundo ( ·orle:: 1:·.\pino::a (.) lenchente a que ordene el 
lel'(m/umienlu de las medidas cauielares y .fian::a, en vis /a de que su 
pdú:J< ÍtJ 1w puc ,k· dad<;' ,._m:npc..'./<:lk'ia ú .rn uu1onJad, pt.irtJ un a1,,'fo que: 

. ' I t · . I 111 he11l'/iciorw a so , c,tun e.· 

36. El ¡ 9 de enero de 2000 el Juzgado de Derecho de la Primera Zona Aérea negó la 
solicitud del señor Cortez. :, 1 En el lnforme de Fondo No. 13/ J 9 (párr. 41) la CIDH 
toma n,ltJ que el JtP'-g.1do se limitó u indicar que se ";itendió fa opinión en derecho" 

del Fiscal Militar. ·12 

2.1.2. Sobre la segunda detención del señor Cortez y eJ nuevo proceso 

penal 

37. El 12 de enero de 2000 d Juzgado de Derecho de! t Primera Zona Aéréa remitió · 

el expediente del proceso militar a la Sala de Sorteos de la Corte Superior de 

Justicia de Quito. 33 

38. El 28 de enero de 2000 el Juzgado Tercero de lo Penal de Pichincha dictó auto 

cabeza de proceso en contra de! señor Cortez indicando que "el hecho relatado 
const ítuye una infracción punible y pesquisabJe de oficio, dicto el presente auto 
de cabeza ( ... ) a quien sindico en la presente causa con orden de PRISIÓN 
PREVENTIVA por encontrarse reunidos los requisitos del Art. 177 del Código 

de Procedimiento Penal!! 34 

39. El 28 de fobn:rn de 2-000 co1,sm escrito de ai.:.usaciúu patticular deí Ministro de 
Defensa Nacional contra el señor Cortez, dirigido al Juzgado Tercero de lo Penal 
de Pichincha, en el que se solí.cita ordenar al Juzgado Penal Militar de la Primera 
Zona Aérea la remisión de los 1.500 dólares americanos de fianza, depositados en 

esaj udica.tura. para poder precautelar el bien sustraído flíl el hecho ilícito. .demás. 
pide la citación del señor Cortez. 15 

40. Frente a diversas solicitudes del señor Cortez a efectos de que se realice la 
devolución de la fianza depositada durante el proceso penal militar, consta un acta 

~
0 

Opinión fiscal del fiscal penal militar de la Primera Zona Aérea e,1 el j uicio penal rnilitar OJ -97, de 13 de 
enero de 2000. Folio 255 del expediente del proceso penal militar 03-07. Anexo a la petició n inicial 
presentada a la CIDH el 29 de marzo de 2000 . 
.1 , Resolución de l 9 de enero de 2000, Folio 256 del Expediente del proceso penal mil itar 03 -07. A11exo a 
la petición inicial preseflJada a la CIDH el 29 de marzo de 2000 " . 
· · C!DH. Informe No l V ! 9. Caso l 2.268. Fondo. Gonr1:1lo Cortez fapin~ ?{L Ecu:1dor 12 de frbrero dt' 
20 19. ' 

J.1.0ficio No. O l 2-AB-B-0-2000 de fecha I 2 de enero de 2000, Folio 254 del expediente del proceso penal 
milnar 03 -07 Ane xo a la petición inicial presentada a la CIDH el 29 de marzo de 2000 
.1~ Auto cabeza de proceso de juicio penal civil LP46-2000 de fecha 28 de enero de 2000 Juzuado Tercero 
de lo Penal_ de Pichincha. Anexo a petición inicial de focha 29 de marzo de 2000 Anexo 8 dd fnforme de 
Fondo (lJb1cado en 12.268 Folder J) 

-~ Escrito de,, acusación particular de11Vlinistro de Detensa Nacional contra el sel'ior Conez en juicio penal 
~

1
~

1!,LP-46-~000 de fecha 28 de ;nero de 2000 Juzga~o Tercero de lo Penal de Pichincha Anexo a petición 
zrnc.ial de fecha 29 de marzo de L.000. Anexo 9 del !ntorme de Fondo (Ubicado en 12 .268 Folder l) 
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de 22 de marzo de 2000 del Jefe del Departamento de Finanzas del Comando 

Aéreo de Transportes que indica lo if:,ruiente: 

(. . .) cert[fico que el 28 de febrero del 2000.fue entregado al Sr. Sargento 
Primero (retirado) Gonzalo Cortez Espinoza la suma de $ 1500 (..) que 
fueron depositados en esta pagaduría en calidad de garantía dentro del 
juicio penal militar devolución que se ejecutó en cumplimiento a los 
dispuesto (. . .) por el señor Comandante del Comando Aéreo de 
Transportes y Juez de Derecho de la Primea Zona Aérea. 

41. Hay que aclarar que la fianza fue devuelta tres años después que fue consignada 

como caución dentro del ilegal proceso militar que se siguió en contra del Sr. 

Cortez, quien no podía ser investigado ni juzgado por un juez militar, al ser civil. 

42. Mediante declaración rendida el 8 de marzo de 2012 ante la Notaría Primera de 

Quito, el Sr. Cortez relata lo sucedido el 28 de febrero de 2000: 

(..) El día 28 de febrero de 2000 decidí ir a la primera zona aérea para 
que se me devuelva el dinero de la fianza y lo hice sin la presencia de mi 
abogado. El Mayor Gutierrez, jefe de inteligencia de la Primera Zona 
Aérea, junto con dos sargentos se acercó a mí y me indicó que tenía una 
orden de prisión dictada por el Juez Tercero de lo Penal Esta orden 
indicaba que el arresto debía cumplirlo la Policía Nacional y no ningún 
miembro militar. (..) Alrededor de las dos de la tarde el Coronel Vélez. 
Juez de la Primera Zona Militar preguntó al jefe de inteligencia si ya me 
habían llevado arrestado a la Policía Nacional. El Mayor Gutierrez dijo 
que yo estaba esperando a un familiar para entregarle el dinero y el 
Coronel Vélez dijo si nosotros no nos quedamos con el dinero que se lo 
quiten en la prisión. Entonces se me envió con dos sargentos a la Policía 
Judicial. Cu.a.ndo llegamos a este lugar, el oficial de guardia decidió no 
hacerse cargo de mi detención por cuanto el agente de inteligencia 
presentó una fotocopia de la orden e indicó que yo estaba en liberwd. 
entonces el sargento me apuntó con la pistola y me llevó en el vehículo 
hasta el Regimiento Quito (..) en donde preguntó por un miembro policial. 
el cual jite llamado y se procedió a.ficharme como d.el incuente, después se 
levantó un parte policial con el supuesto de que yo me había entregado 
voluntariamente y se me envió en una patrulla policial al Centro de 
Detención Provisional. (..) Ingresé al Centro de Detención y despu 's de 
tres días se presentó la orden de detención original, es decir. júi detenido 
sin una orden origina l . 36 

43 . El 3 de marzo de 2000, después de tres días de la detención del Sr. Cortez. el 

Juzgado Tercero de lo Penal de Pichincha emitió una providencia en la que ordenó 

lo siguiente: 

Cítese al sindicado Gonzalo Orlando Cortez Espinoza (. . .). Considerando 
(..) que se encuentra detenido el ciudadano sindicado (. . .) en el Centro de 
Detención Provisional de Quito, al efecto. gírese la respectiva boleta de 

36 Anexo 3. Óp. Cit. Copia simple de Declaración juramentada rendida ante el Dr. Jorge Machado Cevallos. 
'otario Primero del Cantón Quito, el 8 de marzo de 20 12. 
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~m.;ar ·d .m11cnfu Jd m .:: nci1madD ,,indzcodu lfUhm ¡xrmuncci.:rá J~tc:nido 
, I I - ¡- t 31 a ore enes e e esta¡ uc ,ca uro. 

44. El señor Cortez interpuso un hábeas corpus ante el Alcalde de la ciudad de Quito 

el 8 de marzo del año 2000, en esta solicitud ·e indicaba que los cargos de que se 

le :.icus;,tn ctl el J iu-gaJn Tcrt·cto <le fo Pciwl , ya ft.1...: t'0t1 ctuu.laJo~ por la Corte Je 
Justi cia Militar, mediante resolución de 12 de noviembre de 1999, en el que se 

violaron los derechos humanos del Sr. Gonzalo Cortez.38 

45. El 20 de marzo de 2000 el Sr. Cortez presenta u.n escrito al Director del Centro de 

Detención Provisional de Q uito , para que se certifique la fecha de ingreso del 

sífühí.:ado nl C _O.P. Se rat1fica .:n la co11tcsta·ci6n al réi..lUér1mitnto 1ué·. ingre ó en 
calidad de detenido el día 28 de febrero del año 2000, al C. D.P. 3

'i 

46. El 29 de marzo de 2000 la defensa del señor Cortez presentó un escrito ante el 

Juez Tercero de lo Penal de Pichincha, en el que exigia se ordene su libertad, 

incorporando fotocopias de las detenciones en el C.D.P Quito. Auto cabez.a de 
proceso del proceso penal militar, Resolución de la Corte Militar que declaró ia 

nulidad, entre otros documentos. 40 

47. Ante la negativa del recurso de hábeas corpus presentado e] 8 de marzo, presentó 

un segundo hábeas corpus e l 29 de marzo del año 2000, en éste se explicaba las 

dr-cunstancias a.rbi-trarüts di! fa detención y se ~dfa., a.l amparo de los nwncF,Ücs 
8 y 16 del art. 24 de la Consti tución vigente, ( es decir, que la prisión preventiva 

no puede durar má de 6 meses en los delitos sancionados con pena de prisión y 

1 año en los delitos sancionados con pena de reclusión; y que nadie puede ser 

juzgado do~ veces por un mismo delito).4 1 

48. El mismo día (29 de marzo de 2000) d Sr. Alfonso Laso Bermeo Alcalde (E) 

declaró improcedente el recurso al señalar lo siguiente: 

"Dentro del recurso de Habeas Corpus presentado por el seiior Corte:: 
F:spino: a Gon;;alo Orlando, en virtud de que el 8 de mar::o del 2000. esta 
Alw{día ya resoll,{6 y ue--56 tntu pctidtfo igutll, lct 1nfama que al no Vtina í 

los hechos, al amparo del Art. 2..f., numeral 16 ele la Constiluci(Ín Poi ít ico 

'
7 

A.rtr.xo 6, Ptt_,vidcn~:i:i ¡;miltda p ~_lf' e:1 .ft.1zgfüh} T~n;cl'o del-o Pérti'd de Pichin ·h:-;, Quih.•, ;1 .1 d(" r-i t..rrL \ ti<: 
2000, las l Oh 15. Considera ·rnediante un escrito presentado por el acusado r particular Almirante Hugo Unda 
Agu1rre, se conoce que se encuentra detenido el ciudadano sindicado Uon:::ulo Oriundo Corle: J·,".\pilw.m 
en el Centro de Detención Provisional. Je Quito, al efecto. gírese Jo respecti }.· .1 bu/e/a de e11carcelamic1110 
del n~e11cio11ado sindicado q11ie11 permanecerá delenidó a úrdenes de esta j 11dica111ra. & . Boleta 
Const1tuc1onal <le encarceLanüento Serie C-3 No. 0346, 3 de marzo de 2000, firmada por el Dr Jorge W. 
Gcr:n:in R. (F.). 

,:, Anexo 7. Copia simple de solicitud de hábeas cupus presentado ante el Alcalde de la Ciudad 
Metropolitana de Quito, el 8 de marzo del año 2000, mediante trámite No . O I 038, con razón de recepción 
de la Alcaldia 
3

~ Anexo 8. Copia simple de solicitud y respuesta presentada por el Sr. Gonzalo Conez, ante el Director del 
Centro de Detención Provisional de Quito, con respecto a la rec ha de ingreso al C O.P. 
40 

Ant>xo 9. Cop~a simple de escrito dirigido al Juez Tercero de lo Penal de Pichincha, presentado el 29 de 
t?;arzo de 20tm. l1rmado por Juan Pabl_o Albán - Ahogado der'ensor del Sr. Cortez- y por Gonzalo C: ot1ez. 
· Anexo JO. Copia si mple de solicitud de Hábeas Corpus presentado ante la Alcaldía de la c·

1 
d d 

l. Q. u a 
Metropo 1tana de u1to, el 29 de marzo del año :woo, mediante trámite No. O 1426, con razón de re - · · 
d 1 " l Id ' cepc1on e a-~ ca ia. 
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de la República del Ecuador. m"égase la petición por improcedente". (El 
é11fasis es nuestro) 42 

49. El 29 de marzo del mismo año 2000, la Tercera Sala del Tribunal Constitucional 

radicó su competencia para conocer la apelación de la acción de habeas corpus, 

causa signada con el No. O 12-2000-HC, y en virtud del ait. 31 de la Ley de Control 

Constitucional solicitó al señor Alcalde remita el expediente del recurso negado 

en el término de 48 horas. 43 

50. El 4 de abril de 2000 Gerardo Cortez, he1mano de la presunta víctima, presentó 

un escrito dirigido a la Tercera Sala del Tribunal Constitucional para i) denunciar 

la falta de notificación del primer rechazo del recurso de hábeas corpus; y i i) 

solicitar el análisis de la constitucionalidad de los recursos de hábeas corpus 

realizados por su hermano. Además, indicó que se solicitó al juzgado de la Primera 

Zona Aérea, la certificación por el tiempo que pe1maneció detenido su hermano 

(5 meses 1 semana), pero ha sido negado, lo que constituye obstrucción a la 

justicia.44 

51. El 9 de mayo de 2000 el Tribunal Constitucional revocó la resolución de 8 de 

marzo de 2000 emitida por el Alcalde de Quito e indicó lo siguiente: 

(..) Gonzalo Orlando Cortez Espinoza fue detenido el 28 de febrero del 
año 2000 sin que exista la orden de privación de la libertad dispuesta por 
el juez competente y prueba de elfo es que el día 3 de marzo del 2000, 
mediante providencia expedida a las 10h15, el juez tercero de lo penal de 
pichincha, al conocer por informes del almirante Hugo Unda Aguirre que 
se encuentra detenido, dispone se gire la boleta de encarcelamiento para 
que permanezca en calidad de tal a sus órdenes, es decir, se gira boleta 
de encarcelamiento cuando el Alcalde metropolitano de quito encargado. 
al tramitar el recurso de Habeas Corpus había ordenado que el 3 de 
marzo, a las 9h30, sea conducido a su presencia Gonzalo Orlando Cortez 
Espinoza. 45 

52. Al día siguiente el señor Cortez fue puesto en libertad. 

53. Después de varios años en el que el proceso permaneció inactivo, se declaró la 

prescripción de la causa penal el 2 de septiembre de 2009, seguida contra el señor 

Cortez. El Juzgado Tercero de lo Penal sostuvo lo siguiente: 

l.- Que el delito por el cual se ha sindicado al señor: Gonzalo Orlando 
Cortez Espinoza, es de aquellos que deben ser reprimidos con prisión: 

42 Anexo 11. Copia simple de Reso lución del Hábeas Corpus, lirmada por e l Secretario General de la 
A lcaldía de Quito. de 29 de marzo de 2000, las 15h00. 
43 Anexo 12. Copia simple de providencia emitida por la Tercera Sala del Tribunal Constitucional de 29 de 
marzo de 2000, las 15h05, firmada por e l Dr. l-lemán Rivadeneira Játiva. (Presidente), Dr. René De La 
Torre Alcívar (vocal). Dr. Oswaldo Cevallos Bueno (vocal suplente). 
44 Anexo 13. Copia simple de escrito dirigido a la Tercera Sala del Tribunal Con!>1itucional. de 4 de abril 
de 2000, recibido las 11 h23 , firmado por el Ledo. Gerardo Cortez. hermano de Gonzalo. 
45 Anexo 14. Resolución No. 131-111-SALA-2000, Caso No. 012-2000-HC del Tribunal Constitucional. 9 
de mayo de 2000, las 15h00, con razón de autenticidad emitida por la Notaría Sexagésima Octava del 
Cantón Quito, el 24 de septiembre de 2020. 
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2. - Q ue. do.d i.> d { l) dL: mur:L, del w1u / 1}<)7', J't t.Jw ~ 11 l/lN d .,,dior ¡u~::: 
tercero de lo peno! de l'ichinc!w. clictrí e! auto cahe::.u de proceso, ,;as/a 
fu /Jl't'Sl '. llle .fecha. lw lrunscurrúio con excesu el lapso previsto en La 
prL'C iluda ,wrma legal. 

!'nr /o cx,nuc,,·to y de crm/r.wmidad u lo fi,wuest<; p or el ar!. ! () ! del ( ',íd ic.::r, 
/ 'cm:/, se dccluru /u prescripción de laprcsentc causo p ena/. 4t, ' 

54. Además, así lo ratificó la Primera Sala de Garantías Penales de la Corte Provincial 
de Pichincha, mediante providencia de lunes, 3 de enero de 20 l 1, en la que se 
indicó que: "de autos no hay constancia de que el sindicado (Gonzalo Cortez) ( ... ) 
haya. ü no haya cometido oh'a. inft-a,:.c1ón qut tnérez:ca igual o mayor pcrlá que 

pueda interrumpirla; en consecuencia, la prescripción de la acción ha operado".47 

55 . Pese a que operó la prescripción de la causa penal en el año 2009, seb'l'.m 
certificado de antecedentes penales emitido el 25 de octubre de 2012 por parte del 

Ministerio del lnterior el Sr. Gonzalo Orlando Corte.z Espinosa registraba que si 
posee antecedentes penales.48 A ta fecha de la presentación de este escrito de 

solicitudes, argumentos y pruebas, el Sr. Cortez, según registro impresión del 
sistema web del Ministerio del Interior, no registra antecedentes penales.,.¡9 Esto 
no significa que en los sistemas informáticos de la Policía Nacional no conste la 
privación de ia libertad dd Sr. Gonr-alo Cüttez Espinosa. 

3. VIOLACIÓN A LOS DERECHOS A LA INTEGRIDAD PERSONAL, 
LIBERTAD PERSONAL, GARANTL,\S JUDICL\LES, PROTECCIÓN 
JUDICIA4 Y A LA PROPIEDAD PRIV A'DA CONTEl\lPLADOS EN LOS 
ARf ÍCU LOS 5, '7, 8, 25 )' 21 0}~ LA CA.Dil, KN RKLAClÓN CON LAS 
OBLIGACIONES CONTENIDAS EN EL ART 1.1. 

3.1. Violación del derecho a la integridad personal establecido en el artículo 

5de la CAOH 

56. El dia ·t l de julio d.e 1997, el sefüw Gúnzalo Cürttz fue det-cnidt> arb1m1.ria e 
ilegalmente; y, posteriormente, fue trasladado a la Base Aérea Mariscal Sucre de 

la Primera Zona Aérea en el sector norte de Quito. En la cual permaneció 
incomunjcado por 19 días, durante los cuales no tuvo la oportunidad de tener 

contacto con su familia o acceder a un Abogado para hacer uso de su legitimo 
derecho a la defensa. Adernás, sufrió una serie de lratos crueles inhumanos y 

•·• Auto Je P1t:,\.-'1·1p·c tÓlí t n juic-iu pen-ai dvii LPA6-2000 de fe hn 2 dé St:p'l:icmbr-c d e 2009 r\djunh) a \1t 
Providencia Oficio No. 993-2010-JTPP de 23 de diciembre ele 20 1 O dirig ida a la Dirección Naciona l de 
Derechos Humanos de la Procuraduría General del Estado. Juzgado Tercero de lo Penal de Pichincha. 
Anexo a la comunicación del Estado de 2 de marzo de 20 l l. Anexo 2 l de Infor me de fondo . ( Ubicado en 

12.268 Sometimiento, Informe y Anexos) 
.;7 Anexo 15. Copia simpl e de providencia emitida por la Corte Provincial de Justicia de Pichincha, Primera 
S-11a de úru-antfa ,:; 1>on 1oi1, ii1 kuwi 3 de c.nc.rú dll 2tJ I t . l.o1s l0hú7 . 
·18 Anexo J 6. Certificado de antecedentes penales. Mini sterio del Interior, 15 de octubre de 20 l 2. 
49 Anexo 17. Certificado de antecedentes penales, Ministerio del Interior, 4 de octubre de 2020. 
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degradantes mientras estuvo detenido. Los guardias golpeaban su puerta para no 

dejarle dormir y recibía la comida con escupitajos.50 

57 . La Convención Americana sobre Derechos Humanos en el artículo 5, establece lo 

siguiente : 

At1ículo 5. Derecho a la Integridad Personal 

1. Toda persona tiene derecho a que se respete su integridad fí s ica, psíquica 

y moral. 

2. Nadie debe ser sometido a torturas ni a penas o tratos crueles, inhumanos 

o degradantes. Toda persona privada de libertad será tratada con el respeto 

debido a la dignidad inherente al ser humano. 51 

58 . En relación con los dos numerales del art. 5 de la Convención, la Corte 

lnteramericana de Derechos Humanos (en adelante Corte o Corte IDH) ha 

especificado que el primero consagra el derecho a la integridad fisica y moral ; y, 

el segundo numeral prohíbe de forma absoluta el someter a alguien a torturas o 

tratos crueles, inhumanos y degradantes. También ha establecido que la 

prohibición absoluta de tortura física y psicológica es parte del ius cogens 

internacional. 

La Corte recuerda que el a1tículo 5.1 de la Convención consagra en 

términos generales el derecho a la integridad personal, tanto física como 

psíquica y moral. Por su parte, el artículo 5.2 establece, de manera más 

específica, la prohibición absoluta de someter a alguien a torturas o a penas 

o tratos crueles, inhumanos o degradantes. Asimismo, se ha reconocido 

que la prohibición absoluta de la to1tura, tanto física como psicológica, 

pertenece hoy día al dominio del jus cogens internacional.52 

59. Los Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Pe rsonas Privadas de 

Libertad en las Américas53 establecen el trato humano de las personas privadas de 

libertad; además, indican que la incomunicación coactiva de personas constituye 

un trato cruel , inhwnano y degradante. 

60. En este sentido, es menester indicar que " toda persona privada de libertad que 

esté sujeta a la jurisdicdón de cualquiera de los Estados Miembros de la 

Organización de los Estados Americanos será tratada humanamente. con 

irrestricto respeto a su dignidad inherente, a sus derechos y garantías 

fundamentales, y con estricto apego a los instrumentos internacionales sobre 

50 Óp. Cit. Anexo 3. Informe psico lógico forense. Dr. Ítalo Rojas. 
51 Convención Americana de Derechos l lumanos, artículo 5. 
52 Caso Yalenzucla Ávila Ys. Guatemala . Fondc;. Reparac iones y Costas. Sentenc ia de 1 1 de octubre de 
2019. Serie C No. 386, Párrafo 180 
53 CIDH. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protecció n de las Personas Privadas de Libertad en las 
Américas. Adoptados por la Comisión durante el 131 º período ordinario de ses iones. celebrado del 3 al 14 
de marzo de 2008. 
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di:rl'clws /111mw'lu., ". ~4 Además, se establece, en vi rtud de la posición especial de 
oarante de los Estados. que se asegurará las condiciones mínimas que sean 
::, 

compatihks con la dignidad de las personas privada · de su libertad.j5 

61 . Por su parte la Corte Europea de Derechos Humanos ha establecido que el artículo 
_, ck·I c-m\.·cnio cum¡-\._'.P, pwhil i"i {i.n de torlur:.1 ' pcn;is o trat,y· inhum;;mo · _v 

degradantes, se incumple cuando se mantiene a una persona detenida en 
condicione que atentan contra su dignidad humana, lo cual incluye espacia al aire 
libre para hacer ejercicio, luz natural , vent ilación y el cumplimiento de 

condiciones sanitaria y de higiene básicas: 

Artick 3 of thc Conv-entitm rcqui1.'és the Statc tó cnsm--e that detentfon 

conditions are compatible with respect for human dignity, that the 

manner ancl method of tbe execution of the measure do not subject the 

detainees to distress or hardsbip of an intensity exceediog tbe 

mrnvoidahle leve! of suffe.ring inherent in dete.ntion a.nd that. given füe 
practical demands of imprisonment, their hea1th and we!l-being are 

adequately secured (see, for example, Kudla v. Poland [GC], no. 30210/96, 

§ 94, ECHR 2000-XI)[ ... ] The Court further reiterates that, quite apart 

from the necessity of having sufficient personal space, other aspects of 
ph.)''"Sica{ t.ond-itÜ)tb 0f tktcutíon llT'é ttlt\>aüt ftw the -assess1t1c11t of 
compliance with Article 3 in such cases. Relevant elements include 

access to outdoor exercise~ natural light or air, availability of 

ventilation, and compliance witb basic sanitary and hygiene 

requirements (see. for example. S.D, v. Grnece. cited above. §§ 49-54: 
Tabesh v. Greece, no. 8256/07, §§ 38-44, 26 November 2009; A. . v. 
Greece, no. 12186/08, §§ 57-65, 22 Jul y 2010; E.A v. Greece, no. 

74308/10, §§ 50-51 , 30 July20l5; Abdi Maharnud v. Malta, no . 56796/ i3 , 

§§ 89-90, 3 r,.,fay 2016; Alimov v. Turkey, no 14344/1 3, §§ 84-85, 6 

Se-pten1ber 2016; AbduHal\i E{mi a.nd Av·.;tt-ys Abubakar v. Malta, füJs. 
25794/13 and 28151/13, §~ 113-14, 22 November 2016; and Khlaifi a and 
Others, cited above, § 167). 56 

62. Fl numeral uno de-! tercer principio. indica que: 

La ley prohibirá, en toda circunstancia, la incomunicación coactiva de 
personas privadas de libertad y la privación de libertad secreta, por 
constituir formas de tratamiento cruel e inhumano. Las personas 
privadas de libertad sólo serún recluidas en lugares de privación de I ibertad 
ofícialrncntc reconocidosSó7 

54 CIDH. Principios y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad en las 
Américas. Principio L Trato Humano. 
55 lb idem. Segundo inciso del Principio l 
Y · 1:.urnpean Cou1i lJfHum:an R.iglh~ (;AS!:. OF Z.A AND OTH\"RS v. R' SSIA, 11 1.1 o\4l l íl 5, 61420íl5, 
6 1427/15, 3028/1 6, 11 de Noviembre de 20 19, sentencia de fondo y reparaciones. párrafos J 82 y 186. 
57 Ibídem. 
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63. Por lo tanto, la incomunicación a la que fue sometido el Señor Gonzalo Cortez 
durante los primeros 19 días de su ilegal detención en la Base Aérea Mariscal 
Sucre, (desde el 11 de julio al 30 del mismo mes del año 1997) constituyen un 
trato cruel, inhumano y degradante. 

64. En el caso Suárez Rosero vs Ecuador, se define a la incomunicación como una 
medida de carácter excepcional y que debe estar determinada expresamente por 
la ley. Además, se debe permitir cuestionar la legalidad de la detención y la 
garantía a una defensa efectiva. 

La incomunicación es una medida de carácter excepcional que tiene como 
propósito impedir que se entorpezca la investigación de los hechos. Dicho 
aislamiento debe estar limitado al período de tiempo determinado 
expresamente por la ley. Aún en ese caso el Estado está obligado a asegurar 
al detenido el ejercicio de las garantías mínimas e inderogables 
establecidas en la Convención y, concretamente, el derecho a cuestionar la 
legalidad de la detención y la garantía del acceso, durante su aislamiento, 
a una defensa efectiva.58 

65 . En el presente caso, se encuentra suficientes elementos de prueba con respecto a 

la incomunicación que sufrió el Sr. Cortez en la base aérea, además que se privó 

de su derecho a cuestionar la legalidad de la detención y el derecho a una defensa 

jurídica adecuada. 

66. De la misma fonna , la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso 

Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela, ratifica la prohibición 

de encie1To e incomunicación : 

La Corte considera que las celdas de aislamiento o castigo sólo deben 
usarse como medidas disciplinarias o para la protección de las personas 
por el tiempo estrictamente necesario y en estricta aplicación de los 
criterios de racionalidad, necesidad y legalidad. Estos lugares deben 
cumplir con las características mínimas de habitabilidad, espacio y 
ventilación, y solo pueden ser aplicadas cuando un médico certifique que 
el interno puede soportarlas. La Corte recalca que está prohibido el 
encierro en celda oscura y la incomunicación . (El énfasis es nuestro)59 

67. Además, en el caso García Asto y Ramírez Rojas vs. Perú, la Corte IDH, ha 

señalado que la incomunicación o las restricciones indebidas al régimen de visitas 

constituyen una violación a la integridad personal , amparado en el art. 5 de la 

CADH: 

De conformidad con el artículo 5 de la Convención, toda persona privada 
de libertad tiene derecho a vivir en situación de detención compatible con 
su dignidad personal. En otras oportunidades, este Tribunal ha señalado 
que la detención en condiciones de hacinamiento, el aislamiento en celda 
reducida, con falta de ventilación y luz natural, sin cama para el reposo ni 
condiciones adecuadas de higiene, la incomunicación o las restricciones 

58 Corte IDH. Caso Suárez Rosero Vs. Ecuador Sentencia de 12 de noviembre de 1997 (Fondo). Párr. 51 . 
59 CIDH. Montero Aranguren y otros (Retén de Catia) Vs. Venezuela. Sentencia del 05 de septiembre de 

2006, Serie C No 150, párr. 94. 
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lndebithts lti 1"l-gimc11 de vi3it1ts C\Htstihi)'tn utta víotadón a la 
integridad personal. Asimismo, como responsable de los 
establecimientos de detención. el Estado debe garantizar a los reclusos la 
ex istencia de condiciones que respeten sus derechos fundamentales y una 
.d d. El ' t· . )(,o v1 a 1¿;na ( · en asrs es nuestro 

68. Corno , e rnt ift n de l in fo rme elaborado por el Dr. ltalo Roj as,<· 1 durante su 
detención en la base aérea el Sr. Cortez no tuvo un régimen de visitas, lo que 
constituye también la vulneración de su integridad personal. 

69. La consecuencia por la detención ilegal y la incomunicación, producto de esa 

dc!cnrión, oca ·irHHJ. al señor Gonzalo Cortcz sentimientos de temor, ansia. 
infe rioridad y sufrimi entos morales , que se verifican en la valoración psico lógica 

reali zada en 20 12; c, 2 que además serán objeto de la pericia ofrecida en el presente 

escrito, a cargo del Psic. Pablo Bermúdez. 
70. Sin embargo, la vulneración al derecho de integridad fis ica, psíquica y moral del 

:;cfiür Gottl,tlo no tcnninú coil hi iuco11mnicaci6n producida ios primeros l 9 tfüt:5 

de su detención, sino que persiste por la imposición de una prisión preventiva ( que 

en el año de 1997 duró más de cinco meses --desde el 30 de julio al 19 de 
diciembre-); debido a que no existían elementos suficientes para que el proceso 

penaJ militar en contra del Sr. Cortez pers:ista. 
71 . Tanto es así, que pese a que el Fiscal Militar de la Primera Zona Aérea, el 23 de 

noviembre de 1998 emitió un dictamen solicitando el sobreseimiento definitivo 
del Sr. Cortez,63 el mismo día Juez de Derecho de la Primera Zona Aérea errritió 
un llarnami.ento a Plenario, que incluyó al Sr. Cortez, violando su derecho a 1a 
pr-esunción de ÜtCK.-"'Cncü:1., pern,1tiendo que pertlwse d prüceso penal inc-oado i;;n su 

contra. 
72. La violación del derecho a la integridad del Sr. Cortez no se reducen a las 

detenciones en el año 1997; sino que acarrean una serie de sucesos posteriores, 

como ¡mfrentar una doble investigación por los mísm0s hechos en la justicia 
ordinaria en el afio 2000; cabe indicar que después de la declaratoria de nulidad 
de todo lo actuado respecto del Sr. Cortez, de 12 de noviembre de 1999. el Sr. 
Cortez nuevamente fue investigado por los mismos hechos en !ajusticia ordinaria. 

73 . fue detenido nuevamente sin haber sido informado de los motivos de su detención 
en la Base Aérea el 28 <le febrero dd afü:1 200ú; y trasladado 1hjga{mente al Centro 
de Detención Provisional de Quito, sin una orden de boleta de encarcelamiento: 
puesto que la misma se emitió el 3 de marzo del mismo aüo, varios días después. 64 

6° CJDH Caso García Asto y Ramí rez Rojas Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre de 2005. Serie C No 
1J 7, párr. 2'2 1. 
1, i Óp Cit . Ver anexo 3. 
62 Óp Cit. Ver anexo 3. 
63 Óp Cit Dictamen Fiscal del Fiscal M ilitar de la Primera Zona Aérea en j uicio penal mil itar OJ -97 de 28 
de agosto de 1998 Folios 232 a l 233 del expediente del proceso penal mi litar 03 -07 Jud ic ial. Juzgado de 
Derecho de la Primera Zona Aérea. Anexo a petició n inicial de fecha 29 de marzo de 2000. Anexo 7 del 
frlJo;me de Fúfühl (Ubica-do 011 T 2.2<,8 Fo!<lcr l ). 
1
'
4 

Anexo 14. Providencia emitida por el Juzgado Tercero de lo Penal de Pic hincha, Quito, a 3 de marzo de 
2000, las I Oh 15 . Considera mediante un escrito presentado por el acusad or panicular Almirante Hugo Unda 
AguiJTe, se conoce que se e11c11emra detenido el ciudadano sindicado Gon.::alo Orlando Corle:: fupinosa 
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74. En el año 2000 pasó detenido entre el 28 de febrero y 11 de mayo, hasta que, -

pese a sus dos recursos de hábeas corpus planteados ante e l Alcalde de Quito, 

autoridad competente para sustanciar esta garantía en ese tiempo- no es sino, 

después de la Resolución de apelación del segundo hábeas corpus ante el Tribunal 

Constitucional de 9 mayo de 2000, donde obtiene nuevamente su libertad.65 

75 . Cabe recalcar que nuevamente, en esta detención, no se le mostró una boleta de 

encarcelamiento previa, ni se le infom1ó sobre los motivos de la misma; además 

fue detenido en la base aérea por personal militar, el mi smo día que retiró la fian za 

que había consignado en el proceso penal militar por 1.500 dólares. Sus múltiples 

traslados por varios centros de detención , también estuvieron acompañados de 

amenazas con amias de fuego, generando un malestar inmediato y que han tenido 
repercusiones a lo largo de la vida del Sr. Cortez.66 

76. En el 2012 el Sr. Cortez indicaba que su situación económica es deficiente y su 

situación emocional también , por todo el sufrimiento que ha vivido.67 

77 . Además, es preciso indicar que la afectación a la integridad fisica y psicológica 

del Sr. Cortez se ha prolongado a través del tiempo, debido a que, no es sino, hasta 

el año 2009 en el que se archiva definitivamente el caso, después de que hab ía 

prescrito la acción. 

78. La detención, doble investigación por los mismos hechos y permanencia 

innecesaria de procesos judiciales en su contra, han repercutido seriamente en la 

construcción del proyecto de vida del Sr. Cortez y han afectado su integridad fisica 

y psicológica. 

79. Como consta en el Certificado de Antecedentes Penales, emitido el 15 de octubre 

de 201 2, por el Ministerio del lnterior,68 el Sr. Cmtez hasta esa fecha registraba 

antecedentes penales; por lo que, le fue imposible conseguir un trabajo adecuado 

y estable por esa causa, generando un sufrimiento permanente y adicional para su 

vida, al no poder ser el sopo1te económico para su familia. 

80. Cabe recalcar también que el ámbito en el que el Sr. Cortez trabajaba en el 

momento de su injusta detención era el de mantenimiento de aviones; lo que 

implicaba una capacitación permanente en su ámbito de experticia, aparte de que 

su empleador de ese tiempo dio por tenninada su relación laboral a partir de su 

ilegal detención en la base aérea Mariscal Sucre; lo cual generó impactos 

importantes para su organización familiar y continuidad de sus expectati vas de 

crecimiento personal y espiritual. 

en el Centro de Detención Provisional, de Quito, al efecto. gírese la respeuiva holew de encarcelamiento 
del mencionado sindicado quien permanecerá detenido u órdenes de es/a j 11dica111ra. &. Bo leta 
Constitucional de encarce lamiento . Serie C-3 o . 0346. 3 de marzo de 2000. firm ada por el Dr. Jo rge W. 
German R. (E). 
65 Anexo 15. Resolució n o. 13 1-111-SALA-2000. Caso No. 01 2-2000-I-IC del T ribunal Constituciona l. 9 
de mayo de 2000, las 15h00, con razó n de autentic idad e mitida por la otaria Sexagés ima Octava de l 
Cantón Quito. el 24 de septiembre de 2020. 
66 Cfr. Párr. 42 de l presente escrito . 
67 Anexo 3. Óp. Cit. Co pia s imple de Dec larac ión juramentada rendida ante el Dr. Jorge Machado Cevallos. 
Notario Primero del Cantón Quito , el 8 de marzo de 201 2. 
68 Anexo 16. Certificado de antecedentes pe nales. Emitido el 15 de octubre de 201 2. Ministerio del Interior. 
Cortez Espinoza Gonzalo Orlando. Sí reg istra antecedentes penales. 
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81. i\.Jcmib. i..:a.bc r 1\c r 4uc h\ Corte pu .Je dcd<'lrar ta1nbién la 'violación del 

derecho a la integridad ele familiares de víc timas aplicando la presunción iuris 

tm,111171. respecto de madres. r adres. hijas e hijos. esposos y esposas, y compañeras 

y compa ñeros pe rmane ntes, así corno hem,anas y he rmano (familiares directos), 

s iempre que ello corresponda a las circunstancias particulares del caso. Le 
corresponderá ni Estado <.lesvirtuar es ta presunción .1,(

1 

82. En este sentido , los sucesos descritos y e l cambio radical e n la dinámica fa mili ar 

del Sr. Gonza lo Cortez, padre de familia de Sandra Priscila, Mauricio Bladimir y 

Damaris Eun ice Cortez López;70 además casado con la Sra López G utiérrez 

uitenia {vfai..dalena; 
11 (!lli~ncs IBmbiéf1 han sido fam1lfo.1oes directos atectados \.le 

t, ~ 

las vio laciones a los de rechos humanos que sufrió su e l Sr. Cortez. 

83. El Sr. Cortez siempre fue el soporte económico familiar. En un primer momento 

por su trabajo en las Fuerzas Armadas y luego, en el trabajo que desempeñó como 

técnico de mantenimiento de aviones para Ícaro, De hecho. esta nue 'ª 
opo11unidad laboral representaba para él y su familia un apoyo importante a nivel 

patrimonial, que les permitía tener una vida estable; además de todos los trabajos 

eventuales que realizaba para otras empresas como S\\~sscontact, Caster 

ecuatoriana, entre otras. 

84 . Como consecuencia <le la ile<J'di y a-rbitraria detención y proces-o pt;mü militar cfi 
el año 1997; y, luego, el posterior proceso ante la jurisdicción penal ordinaria, 

seguido en su contra, perdió su fuente de trabajo primaria, sin poder reestablecerla 

porque, -como consta en el expediente- registraba antecedentes penales, hasta 

2012 -o más-. lo que cambió rndic(llmr.nte ~u vida y la dt: su familia , 0casiommd0 
secuelas psicológicas para sus fami liares cercanos; en especial, su esposa e hij as, 

miembros de su núcleo familiar. 

85 . En este sentido, la Corte también reconoce a los familiares de las vícti mas de 

violaciones de derechos humanos, pueden ser, a su vez, victimas. 

E~t1\ Cúfté ha con-sidcf'alfo en m.m1eroso-s CTISús que los familíare-:; de la-s 

víctimas de vio laciones de derechos humanos pueden ser a su vez víctima . 

En este sentido, el Tribunal ha considerado violado el derecho a la 

integridad psíquica y moral de familiares de vícti mas con motivo del 

sufrimiento adicional que éstos han padecido como producto d !as 
circunstancias particulares de las vio laciones pefpetradas contra sus seres 

queridos, y a causa de las poste1iores ac tuaciones u omisiones de las 

autoridades estatales frente a los hechos. Asimismo, en casos que suponen 

una violación grave de los derechos humanos, tales como ma acres. 

dt..isaparicítwrc:; forzadas de per:-omls, cj\Xue1011-es txtrnj udiciaks o tortura, 
la Corte ha considerado que la Comisión o los representantes no necesitan 

probar la vulneración a la integridad personal , ya que opera una presunción 

69 
Corte LDH C:1so .\k:ira.do Li;pit:u~i y titm~ \' s.. ,\1éxin1 fondu, lkµ.tr:i.t:irui.c~ y Cosu, & ,tc.ncúi de 2S 

de noviembre de 2018 Serie C No 3 70, Párrafo 264 · 
70 

Anexo 18. Copias de cédulas de ciud adanía de fa mili ares directos de la víctima . 
71 Ibídem. 
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juris lantum. De esta forma, correspondería al Estado desvirtuar la misma 

si éste considera que el citado agravio no ha ocunido.72 

86. En relación con el caso, la demora innecesaria en la tramitación de la causa, hasta 

la declaración de la prescripción de la acción penal en 2009, además, de la 

prosecución de la causa en el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, 

generaron en el Sr. Cortez y su familia una larga lucha en la búsqueda de justicia, 

ello por la actuación del Estado, en desmedro de sus derechos convencionales. 

87. La cadena de actos violatorios de derechos humanos del Sr. Cortez, por parte del 

Estado ecuatoriano, ha afectado seriamente la integridad fisica y psicológica del 

Sr. Gonzalo Cortez y su familia, por lo que solicita que se declare la 

responsabilidad internacional del Estado, por la violación del art. 5 de la CADH, 

en relación al art. 1.1. del mismo instrumento. 

3.2.Violación del derecho a la libertad personal establecido en el articulo 7 de 
la CADH 

88. El artículo 7 de la CADH establece el derecho inalienable a la libertad personal , 

como paite de las libe1tades básicas de todo ser humano. En especial menciona 

que: 

2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en 

las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los 

Estados Pa1tes o por las leyes dictadas confonne a ellas. 

3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios. 73 

89. De los hechos descritos se desprende que Gonzalo Cortez fue detenido de forma 

arbitraria, por tres ocasiones ( en enero de 1997, el 11 de julio de 1997 y el 28 de 

febrero de 2000). En las tres detenciones no hubo boletas de encarcelamiento 

previas, tampoco se respetó el debido proceso, siendo incomunicado por 19 días 

desde el 11 al 19 de julio, y sometido a tratos crueles, inhumanos y degradantes. 

90. En relación con las razones de la detención y la comunicación de la misma, la 

Corte ha expresado lo siguiente, dentro del caso Carranza AJarcón vs. Ecuador: 

En cuanto al artículo 7.4, esta Corte ha dicho que "el mismo alude a dos 

garantías para la persona que está siendo detenida: i) la información en 

forma oral o escrita sobre las razones de la detención, y ii) la notificación, 

que debe ser por escrito, de los cargos. 7-1 

71 Corte IDH. Caso Caso Herzog y otros Vs. Brasil. Excepc iones Preliminares, Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 15 de marzo de 2018. Serie C No. 353, párr. 35 1. Ver también. Corte IDH . Caso 
Cuscul Pivaral y otros Ys. Guatemala. Excepción Preliminar. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 
23 de agosto de 2018. Serie C No. 359., Párrafo 191 & Corte 101-1. Caso Valencia Hinojosa y otra Ys. 
Ecuador. Excepciones Pre liminares, Fondo. Reparac iones y Costas. Sentencia de 29 de noviembre de 20 16. 
Serie C No. 327 .. Párrafo 142 
73 Convención Americana de Derechos Humanos. Artículo 7. 
74 Corte IDI-I. Caso Carranza Afarcón Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 3 de febrero de 2020. Serie C No. 399. , Párrafo 63. 
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91. Como sé lm c:-st 1bkcídu ya. el Sr G1.nt.rnlo Corta. era. \.m civil ni momento de su 

dt:tención . puesto que dejó de prestar sus serv ici os para la Fuerza Aérea varios 

años atrás: y, por lo tanto, dejó de pertenecer a la misma. 

92. En ese sen tido. la detención de Cortez se configura como ilegal y arbitraría . 

.1:\dcmás. fue inc( municado; n) pudü contactarse con ningún abogado ni tuvo 
contacto con sus fo111iliares durante los primeros 19 días de su ellcarcelamiento . 

Es importante recalcar que la providencia en la que se ordena la detención 

provisional del peticionario, la expidió un juez militar, como se ha mencionado 

anterionn -nte, él no tenía competencia para ordenar la detención de Cortez, al ser 

u11 t:.i 1f, h cual vu111\:rn u dered,u fi sér j-uzgadú por u11 juez ttaturnl 
93. El Sr. Cortez fue detenido el I J de julio de 1997 por once agentes del servicio de 

inteligencia de la Fuerza Aérea,75 siendo absolutamente desproporcionado e 

injusto; además, jamás fue infonnado con claridad de los motivos de su detención , 

ni íl()ti ffoadr de 108 cargos que se le acusaba. 
94. Dentro dd caso Azul Rojas Marín y otra vs . Perú la Corte ha manifestado lo 

siguiente en torno al aspecto formal y material de una detención: 

La Corte ha expresado que la restricción del derecho a la bbertad personal 

{m.ieameu{e es viable cuando se produe~ por tas causas y ert las condiciones 

fijadas de antemano por las Constituciones Po] íticas o por las leyes 

dictadas confonne a ellas (aspecto material) y, además, con estricta 

sujeción a los procedimientos objetivamente definidos en las mismas 

( tlSJ?\iCtP f<1nm1J), Y ello en m~rito d.e que es !.a propia Converv;;ión la qtie 
remite al derecho interno del Estado concernido, motivo por el que tal 
renlisión no importa que la Corte deje de fallar de acuerdo a la Convención, 

sino precisamente hacerlo conforme a ella y no según el referido derecho 

interno.76 

95. Para Ia fecha en fo que los hethó~ tuvieron lugar, {a norma legal vigc;nté erad 

Código de Procedimiento Penal de 1983 (en adelante, CPP) conjuntamente con el 

Código Penal de 1971 (en adelante, CP). Legislación bajo la cual. el Sr. Cortez 

debía, en caso de la existencia de presunciones graves del cometimiento de un 

delito, ponerse al presunto sospechoso a dispos.iciún deJ Juez de Instrucción dentro 
de las veinticuatro horas siguientes a su detención, como lo establecía el CPP, en 

caso de una detención provisional perpetrada por un agente de la Policía Judicial. 

96. Sin embargo, la detención de julio del año 97 fue ilegal y arbitraria, al no respetar 

el derecho interno que claramente especificaba que la autoridad competente para 

ilfrciar un. proceso p-etml en conln1 de un d vil era. un Juez de ltlslru~-ciún y d tiempo 

máximo de la detención provisional era de 24 horas; sin embargo, pasó 19 días 

detenido e incomunicado. 

75 Petición inicial presentada ante !a C'íDH 
7" Caso Azul RL1jas ~huin y otn1 V:; . Pén'i . l::xcepcíu11e: Pn:liminares, h :muo. Rcpán1cione:s y Costas 
Sentencia de 12 de marzo de 2020. Serie C No 402, Párrafo l l O. 
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97. El derecho a la libertad personal también ha sido vulnerado por el Estado, al 

imponérsele por dos ocasiones, de forma desproporcionada, prisión preventiva. 

98. Desde el 30 de julio de 1997 hasta diciembre del mismo año permaneció en la 

base aérea Mariscal Sucre, bajo órdenes del Juez Penal Militar, con una medida 

il egal de prisión preventiva. Solo pudo recuperar su libertad después de haber 

consignado una fianz.a por 1.500 (mil quinientos) dólares, que, a la época, 

representaba una cantidad elevada de dinero, para lo cual su esposa, la Sra. 

Eugenia López Gutiérrez tuvo que pedir un préstamo a una entidad financiera para 

poder solventar este particular. 

99. Además, desde el 28 de febrero del año 2000 hasta el I O de mayo del mismo año, 

nuevamente pem,aneció detenido, por la injusta orden de prisión preventiva 

dictada por el Juez Tercero de lo Penal de Pichincha; además, por los hechos ya 

investigados anteriormente en la jurisdicción penal militar. En las dos 

detenciones, las boletas de encarcelamiento fueron giradas después de su 

detención, siendo ilegales y arbitrarias. Además, al momento de su detención no 

se le informó previa y de forma clara, las circunstancias que motivaban su 

detención. 

1 OO. Con respecto a la excepcionalidad y razonabilidad de la prisión preventiva la 

Corte IDH ha establecido que: 

La Corte ha señalado que el artículo 7.5 de la Convención impone límites 

a la duración de la prisión preventiva y, en consecuencia, a las facultades 

del Estado para asegurar los fines del proceso mediante esta medida 

cautelar. Cuando el plazo de la detención preventiva sobrepasa lo 

razonable, el Estado podrá limitar la libertad del imputado con otras 

medidas menos lesivas que aseguren su comparecencia al juicio, distintas 

de la privación de libertad 55. De conformidad con la norma citada, la 

persona detenida tiene derecho "a ser juzgada dentro de un plazo razonable 

o a ser puesta en libertad". Por ende, si una persona permanece privada 

preventivamente de su libertad y las actuaciones no transcurren en un 

tiempo razonable, se vulnera el artículo 7.5 de la Convención. 77 

1 O 1. Cabe recalcar que en el presente caso, la orden de prisión preventiva del año 97 

(emitida por un juzgado incompetente para hacerlo) no era razonable en relación 

al plazo, puesto que pasó más de cinco meses detenido en la base aérea sin una 

respuesta judicial oportuna; más aún, después de que el Fiscal Militar había 

solicitado su sobreseimiento definitivo; el Juez dictó el auto de llamamiento a 

plenario el mismo día; sin tomar en consideración que el Sr. Cortez no debía ser 

procesado ni juzgado por los actos, que supuestamente se le atribuía. 

102. También, en el año 2000, la orden de prisión preventiva en la jurisdicción penal 

ordinaria, no fue legal y tampoco razonable, debido a que no respetaba el principio 

77 Corte IDH. Caso Carranza Alarcón Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fondo. Reparaciones y 
Costas. Sentencia de 3 de febrero de 2020. Serie C No. 399., Párrafo 86. 

27 



121

de in\)Ccn\'.ia; y. tmnpoú) h, hhl hc\.'.hü un u.na lisis prnfundo dd caso que ya habia 

sido tramitado por la _jurisdi cc ión penal militar. Además, con la consideración, 
que para I proce ami ento de e e tip de delitos se permitía otorgar una caución 

o fianza. 
!03 . Por l s considt:rnLi unes expu .stas. n este apartado el Estado ecuatoriano 

vulneró el derecho a la libertad personal , conleniclo en el art. 7 de la CA DH , en 
relación a las obli gac iones prevista en el art. 1.1. del mi smo instrumento. 

3.3.0erecbo a las garantías judiciales contenido en el art~ 8 de la CADH 

104. En l p~énk -~d6n se am.th:tarán hts garantí\$ judiciales -contenidas en dan. 
87l< de la CADH que el Estado Ecuatoriano vulnerados en el presente caso. 

3.3.2. Derecho a ser oído en el proceso (artículo 8.1) 

l D 5. De ~onfonttkia-d con et art{-cuto 8 de fa convet,:dún -t{xla persona tie~ <ler~lio a 
ser oída en el proceso, la Corte se ha pronunciado en el sentido de que este derecho 
··exige que toda persona pueda tener acceso al tribunal u órgano estatal 

encargado de determinar sus derechos y obligaciones··79
_ 

1 Ofi , D~ igual manera, la C{)rt~ se pwnunci0 r%perto a que el derech<) a ser oí<l0. ,n 

el proceso es equivalente al derecho a un juicio, "es equiparable al derecho a un 
'juicio' o a 'procedimientos judiciales justos. Por ejemplo, en el caso Caso 

'' Articulo 8. Garantías Judiciales 
l. T ooa pc,rsoua üerte ti-ei\.'>Cifü a ;,'ef úh:fo., Cüí.l {8.s dt,·hi·do:s -ganmüa-s y ('1t,'i.\tro ·de -un µlar:-o ramn.11.bl . por un 
juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley. en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos 
y obligaciones de orden civil, labora~ fiscal o de cualquier otro carácter. 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca 
legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las 
).-igu-jcnt('.S braranúar. m:inima~ 
a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o intérprete. sino comprende o no 
habla el idioma del juzgado o tribunal; 
b) comunicación previa y detallada al ü1culpado de la acusación formulada ; 
c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de u defensa: 
dJ derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor des.u elección y de 
~":1~1n;,c.1r~ lihrc y p-riv.;,!;¡~1· con su dcfu1uN; 
e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estad , r mun ra fo o no 
según la legislac ión intern a, si el inculpado no se defendiere por sí mi smo ni nombrare defensor demro del 
plazo establecido por la ley; 
f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la co mparecencia. 
como testigos o peritos. de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos: 
~) rlerc,, hn ;¡ n0 ,rr 0hli~,aO() ¡¡ (! r,:l;:1r¡¡r 1;np(r¡i ~, mi~mn ni a ,l í.\~:l ;¡r;i r~ , 011 lp;1hl \ ;. 
h) derecho de recurrir del fal lo ant e juez n t.r1huna l superior 
3 La confesión del inculpado solament e es vá lida si es hecha si n coacción de ninguna naturaleza 
4. El inculpado absuelto por una sentencia finne no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mi smos 
hechos. · 
5. El proceso penal debe ser públi co, sa lvo en lo que sea necesario para preservar los inrereses de !aj usticia. 
7
') Con e I DH . Caso Apil::. Hurheru y oíros ('Corl i:: l'rimeru Je lo (ot1tenci, 1so Ad1111t1i.1·1ratirn ' ) vs. 
í ~t' tft'rttdt1 E:-.rop-ci-o1'tOS P liminti.t'OS, f 1"'1 . 1,:ip t1111010rtes y v'vslas S"nt iKitl Je <l'C a6,o::,'i:o <le 2008 . Serie 
C No. 182, párr. 72; ( "a.wJ /3arhe111i IJ11w·ft: y otros ,·s. UrnK11uy. op. c:it .. párr . 120, y Coso F11rla11 y 
Familiares vs. Arget11i11a. Excepciones preliminares, fondo . reparaciones v costas. Sentencia de 31 de 
agosto de 2012 Serie C No. 246, pán-. 228 . · 
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Barba ni Duarte y otros vs . Uruguay la Corte ha establecido que "un procedimiento 

justo supone que el órgano encargado de administrar justicia efec túe un examen 

apropiado de las alegaciones. argumentos y pruebas aducidas por las partes, sin 

pc,j uicio de sus valoraciones acerca de si son relevantes para su decisión" . 
80 

107. Además, e l ser oído ti ene a su vez un ámbito form al y mate ri a l. Se entiende 

como ámbito form al "asegurar el acceso al órgano competente para que 

determine el derecho que se reclama en apego a las debidas garantías procesales 

(tales como la presentación de alegatos y la aportación de prueba)".81 En cuanto 

al ámbito material se enti ende : "que el Estado garantice que la decisión que se 

prod1c ca a través del procedimiento satisfaga el.fin para el cual file concebido ''. 

Para la Corte. "esto último no significa que siempre deba ser acogido sino que 

se debe garantizar su capacidad para producir el resultado para el que f ue 

concebido" .82 

108. El Estado ecuatoriano vulneró el derecho al Sr. Cortez a ser oído por un juez 

competente, independiente e imparcial , debido a que; a) en la detención de enero 

de l año 1997 ni siquiera se le presentó ante una autoridad judicial por un día 

completo; b) en la detención del 11 de julio del año 1997 permanec ió 

incomunicado por 19 días consecutivos, sin tener la opmtunidad de comunicarse 

con sus familiares, defensa técnica, y, tampoco fue escuchado por ninguna 

autoridad judicial ; y cuando eso pasó, el dia 30 de julio de ese año, el juez ante el 

que compareció no era competente para investigarlo ni juzgarlo, ya que se trataba 

de un juez penal militar; y, c) el 28 de febrero del año 2000 fue detenido sin una 

orden previa, puesto que su boleta de encarcelamiento se gira tres días después 

desde que ya pennaneció en el Centro de Detención Provisional; tampoco en esa 

ocasión se le llevó ante un juez para que verifique las circunstancias de su 

detención. 

3.3.3. Derecho a un debido proceso ante un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley (artículo 
8.1) 

109. En el artículo 8 de CADH se establece que el juez encargado de conocer una 

causa debe ser competente, independiente e imparcial. La Corte y en concreto el 

juez García Ramírez, señaló en su voto razonado a la sentencia de l Caso Usón 

Ramírez vs. Venezuela, la intervención de un juez competente, independiente e 

imparcial constituye "un presupuesto del debido proceso .. ya que, "en ausencia 

de aquel, no existe verdadero proceso, sino apariencia de tal" .83 El llevar un 

gr¡ Corte I Dl-t Caso Barbani Duarle v o/ros vs. Uruguay. op. cit .. párr. 12 1. 
8 1 Corte I OH. Caso Barbani Duar/e J' otros vs. Urug1wy. op. c:il .. párr. 122 . 
82 Ibídem. 
8

' Voto razo nado del juez Serg io Garc ía Ramírez. párr. 6. Co rte IDH . Caso Udm Ramíre: vs. Venew ela. 
Excepciones pre liminares, fondo, reparaciones y costas. Sentenc ia de 20 de noviembre de 2009. Serie c 
No. 207. 
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prü\'.-é~o anl~ un juc1. (úmpd~ntc ~~ u11 dcr~cho fnndam~ntal d-cbíd) a que 

constituye "un princi¡Ji<> húsico del clehid() pmccso "',\/ 

11 O. De igual manera. la Corte .-eñala que e l conc~plo dd juez natura l debe regir '·u 

/u lur,i!.<> dl' lm d~/~'rentes dupus d<' w, procesu" ; y, así , 'ºproyectorsc suhre lus 

dn-, ·rsus ii1.,tuncw.\ ,nrc n·yufes ". en lo 11 ,crlidu (fl!!' "el f1U •( ·csc• p enol !'.' uno .\u/1 1 

u trm·é-s ele e/ichus ctu1111s, /0 11 /u la corrc.1po11d11:nte u !u primero ins /wl(_; ,u cu 111u 

lus 1\·lut / l'(Js t1 ins/uncius 11/terior<:s" _x5 

11 l . Respecto a lo me ncionado con anterioridad respecto del j uez natura l, implica 

que, "las perso!lus Lie11e11 derecho u . ·a ju::.gw.ias, en general. por trihunules 

urJi111riu:-.. u11 1 t11'1Y.·, •l1> Lt J>t'1)u:'tf11 111 l '' tin., lcg i1l111t:.·1tti.:· e.::sfuhft:u los " .M 

11 2. En cuanto a un trib unal im parcia l la corte menciona dos tipos de im parcia li dad : 

la personal o subjetiva y la imparcialidad objetiva. Las cuales se ex plicarán a 
continuación. {,a impurcialidad personal o subjetivo supone que ··e l juez que 

intervien . en una contienda parti cular se aproxima a lo hecho de !a .a tsa 
careciendo, de manera subjetiva, de todo prejuicio personal".87 En cuanto a la 
imparcialidad objetiva "se prueba ofreciendo garantías suficientes de índole 

objetiva que permitan desterrar toda duda que el justiciable o la comunidad 

puedan albergar respecto de la ausencia de imparcialidad' ' .8~ 

{ l 3. La Corte ha 1,1i.mi!~staci.o que "cut11h.fo tu justic:itt mílifar aswn..: cumJxféth .. ta 

sobre un asunto que debe conocer la jusi icia ordinaria, se ve afec1ctclu el da<:Cho 

al juez natural y, a jórtiori, el dehiclo proceso"89 

114. Tomando en cuenta lo que ha determinado la Corte y lo que se establece en el 

artíc.n!0 8 dd Ci\DH. es im¡::m:scindihk ':!¡ ~er juigado por un jue7 n<1t\1rq! 
competente, independiente e imparcial , lo cual no se cumplió dentro del caso del 

Sr. Cortez por las consideraciones siguientes : a) En su primera detención en enero 

de l997, ní síquiera fue llevado ante una autoridad jurisdiccional , si no que 

permaneció una noche en la Base Aérea incomunicado~ y, b) en !a segunda 

detetidún füe puesto a órdenes de un Jue'.i! rvtfütar, it1con1.petente pata n'v st~garlo 

y eventualmente juzgarlo, debido a que el Sr. Cortez desde el año 1994 ya no 

pertenecía a las Fuerzas Armadas. 

115 . A eso hay que agregarle que el proceso duró por más de dos años en la 
jl1ri:-diGc ión penal militar. incompet~r.t~ p;m1 ju7,:g3r al Sr. C9rt '7 . hast11 ¡u -; , 
declaró la nulidad el 2 de noviembre de 1999. 

:,-1 Corte IDH . Caso Castillo Petmz::i y otros vs. Fení. op. cit .. pÚrT 129. y ( ·aso lísó11 !?.amir.:: 1·s. 

I'cnezuela. op. cit. , pán. J 09. 
~· Cll"ti: IDH. C L1su c\ 1:;!1Ut1 {\: i111t.:1 y tlfi\ 1.:1 , ·,\ . i't 111 . F 0 1,J, , 1-c'.ll!il:t\,;.Í " :, y é :.t11-:, Si:ntcnéi11 Lié . ü (."=: 
mayo de 1999 . Serie C No . 52, párr. 16 1, y ('aso !?w.fil/u l 'acl1ern 1·s. MJxico. E,cepciones Pre liminares. 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 23 de noviembre de 2009. Serie C No. 200. párr. 280. 
xG Corte IDH. Caso Rarreto f. ei1·a vs. Vene;:..11e!u Fondo. reparncion ~ y costas - e111encia de 17 de 
noviembre de 2009. Serie C No . 206, párr. 75. 
~í Corte lDH. ( ·aso Herrera l !/loa vs. ( 'osta Rica. op. cit. , párr. i 7 1. y Cuso .4 ia/a R!(/ÍJ _1· ;\ '1t1us vs. ( 'hile , 
,;¡,. CJJ., j ~l¡ y JJ4 
::x Corte iDf-1 . ( úw1 f!errc:ra i !/loa I'.\'. ('os/a Rica, op. cit, púrr 171. y ( úw Ata/a 1?1[/i1 y 1Yii)us ,·s. ( ·hile, 

op. cit .. 189 . 
~·; Co11e IDH Caso l 'astillo /Jelmz::.i y oíros ,·s. Perú, op. cil. , pá.rr l ~8. v ( 'aso ;\ fa.mere ck Santo Domingo 
vs. Colombia, op. cit. párr . 158, nota al pie 229 
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11 ó. El m:nvo probatorio documental es claro y con tunden te r ara demostn.11" la 

vio l:H:ión tlagrnnl c del <lercclw al debido proceso, cn rclaciún a la competencia, 

inckpcndcncia e imparcia lidad dd juzgador, contenido en el art . 8. 1 de la CA i )11. 

3.3.4. Dcn'.cho ,, que el juez o d triburrnl decida los casos sometidos a su 
1..·onoci miento en un plazo razona ble (,irtícu lo 8.1) 

117. De acuerdo con lo que establece el ür1Ícu lo 8 de la Conv<.:nción , mismo que se 

divide en varios puntos a considerar, tocia persona tiene derecho a que un juez o 

tribunal decida los casos sometidos a su conocimiento en un plazo razonable. 

118. En el caso Yásquez Durand vs Ec uador la Corte ha establecido que "el derecho 

de acceso a la justi cia requiere que se haga electiva la determ inación de los hecho" 

que se investigan en tiempo razonable".'¡º 

119. La Corte además indica que "e l "plazo razonabl e" al que se refiere el artículo 

8. 1 de la Convención se debe apreciar en relación con la duración total del 

procedimiento que se desa rToll a hasta que se dicta la sentencia definitiva. 

Asimismo, ha considerado que una demora prolongada constituye en princi pio, 

por sí misma, una violación a las garantías .i udiciales". 91 

120. Para la determinación del plazo razonable se deben considerar cuatro elementos: 

a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta 

de las autoridades judiciales; y, d) la afectación generada por la duración del 

procedimiento en la situación jurídica de la persona involucrada en el mi smo. 92 

121 . A continuación, analizamos cada uno de estos elementos: a) La complejidad del 

asunto versa sobre una detención ilegal por parte de las Fuerzas Armadas del 

Ecuador, al Sr. Cortez en el año 1997, lo cual fue acusado de un delito que no 
cometió, la detención ilegal y la retención por 19 días del Sr. Cortez, días en los 

cuales estuvo incomunicado y privado de asistencia legal. El Sr. Cortez sufrió una 

segunda detención en el 2000, este caso fue llevado ante la justicia ordinaria. El 

Sr. Cortez permaneció detenido por 5 meses en la segunda detención . En la tercera 

detención que se dio en el 2009, el proceso se declaró nulo ante la jurisdicción 

militar. Por lo cual son 13 años aproximadamente por los cuales el Sr. Cortez se 

encontraba siendo procesado. Producto de las detenciones mencionadas con 

anterioridad, y al ser estas detenciones puestas dentro del sistema de antecedentes 

penales, se imposibilitaba al Sr. Cortez encontró un trabajo en vi rtud de que se 
solicitaba el registro de antecedentes penales, en el cual estaba registrado con un 

delito que no cometió incluyendo que la causa del Sr. Cortez se mantuvo 
paralizada por varios años. 

122. b) El proceso que se seguía era una investigación que tenía que efectuarse por 

parte del Estado, en consecuencia, el Sr. no estaba obligado a impulsar el proceso. 
c) Aunque el Fiscal Penal Militar so licitó el sobrese imi ento defi nitivo del Sr. 

90 Corte IDH. Caso Vásquez Durand y otros Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares, Fo ndo, Reparaciones 
y Costas. Sentencia de 15 de lebrero de 2017. Serie C No. 332. Párr. 159. 
9 1 Ibídem. 
•12 Corte IDH. Caso Favela Nova Brasília Vs. Brasil. Excepciones Preliminares. Fo ndo. Reparaciones ) 
Costas. Sentencia de 16 de ll:brero de 2017. Serie C No. 333. Púrr. 2 18. 
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C l)t1CL d 29 Je .iuliü J 1998. 1 m i:-m , Ji . el Juez. Milit r cw,itió un autü de 

ll aina111iento a pknario declarúndosl'. competente para conocer el caso. sin 
ninguna justi ficació n razonable: adema . el Juez Tercero de lo Penal de Pichincha 
en el año 2000 dictó una orden de pri sión preventiva en contra del Sr. Cortez sin 
sustento.~ or !o que fue detenido -sin una rden de ncan.:e lamiento previa-. desde 
el 28 ck fobrero del 2000 ha ta el I O de mayo del rni srno ar10 . Cabe reca lcar que 
despué de eso. la inactiv idad de las autoridades judiciale · fue absoluta: tanto es 
así. que en el año 2009 se declara la prescripción de la acción penal ; stn embargo, 
el Sr. Cortez t nía antecedentes penales vigentes, lo que le impidió tener u.n trabajo 
l..!St b{ ' y bi ·n 1 "munet do todo "stc ti ·mpo. 

1 n . d) La duración del proceso inicia en el año 1997, año en el que se dio la primera 
detención. este proc so fue sometido ante jurisdicción militar, y detenido de 
manera ilega l por 19 días, manteniéndolo ais lado e incomunicado, el Sr. Cortez 

n() tl!vo acces0 a un abogado · n 1a primera detención. La segunda d tención es 
en el 2000, este proceso ya fue sometido ante la justicia ordinaria, para el cual c:I 
Sr. Cortez _ a contaba con un abogado. En la tercera detención, que fue en el año 
2009, se declara la prescripción dentro del proceso de jurisdicción militar. Por lo 
cual son L2 años y 6 meses de un pro-.:eso en el cual el Sr. Cortez durante todo ese 
Hemp,o fü-e procesado ínjustfüiietH-e por un ddú.o que no cometió. De ta{ mtmern. 

las afectaciones que se presentan producto de las detenciones ilegales sufridas y 

la doble investigación por los mismos hedKlS, ocasionó al Sr. Cortez y a su familia 
un grave sufrimiento y afecta ción psicológica y patrimonial ; esto a su vez fue 

des«rrol l~d0 c0n mayPr d~taJ le en el a".árite .flrresr,nnctiente. « !íl villn~ra(i0n del 
derecho a la integridad, en el presente escrito. 

124. Además, hay que se11a lar que el Sr. Co11ez estuvo bajo el proceso penal más de 
12 años, entre enero de 1997 y septiembre de 2009, por lo que, en un asunto que 
no revestía de mayor complejidad, como el supuesto robo de un bien rnuebl , el 

tiernpo en ta tn1.m1tad ón de la ('füiSa es ex'"''eSivo e inazonabte. 
125. La Corte ha indicado que "la falta de razonabilidad en el plazo constituye. en 

principio, por sí misma, una violación de las garantías judiciales .. 9-', en este 

sentido, se evidencia claramente que el Estado ecuatoriano ha violado la garantía 
d~l pla:w mzpnab!{! ~n el presente caso, 

3.3.5. Deber de motivar las resoluciones en un proceso (artículo 8.l) 

l26 . El deber de motivar las resoluciones de un proceso es una de las debidas 

garantías vinculadas con una correcta admin istración de j u. tic ia. ta mbién se 
encuentra establecido en el art ículo 8 de la C ADH 

127. En cuanto a esta obligación del juzgador, la Corte ha determinado tanto en el 
caso Chaparro Álvarez y Lapo Íñiguez vs Ec uador del 3 de septiembre de 20 12 
como en e l caso López Mendoza vs Venezuela que !a motivación '·es la 

Gi Coite IDH. Caso Hilaire. C0ns1c1ntine y Benjamín y vtros vs. Trinidad y Tobago, op. cit .. párr 145, Y 
Caso Masacre de Santo Domingo vs. Colombia. op cit . párr. 164. 
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exteriorización de la justificación razonada que permite llegar a una 
conclusión ·9 -1 

128. Por lo cual , se entiende que "protege el derecho de los ciudadanos a ser 

juzgados por las razones que el Derecho suministra, y otorga credibilidad a las 

decisiones jurídicas en el marco de una sociedad democrática "95. 

129. Con respecto al caso del Sr. Cortez, también se vulneró su derecho a la 

motivación de las resoluciones, en vista de que el Juez Penal Militar, incompetente 

para juzgarlo, haciendo caso omiso al criterio del Fiscal Militar en ese tiempo, con 

la solicitud de sobreseimiento definitivo de 23 de noviembre de 1998; el mismo 

día, emitió el llamamiento a plenario para cuatro personas, incluido el Sr. Cortez; 

lo cual, además, de ser absurdo, contraría a la lógica y la razonabilidad en la 

motivación de las resoluciones. 

130. También, cuando solicitó los recursos de hábeas corpus, el alcalde la ciudad de 

Quito, en ese tiempo competente para conocer el recurso, sin sustento alguno, 

desechó en dos ocasiones los hábeas corpus presentados el 8 y 29 de marzo del 

año 2000. 

131. En este sentido, se vulneró e l derecho del Sr. Cortez, en relación con la 

motivación de las resoluciones, contenido en el art. 8.1 de la CADH, en relación 

con art. 1.1 del mismo cuerpo nonnati vo. 

3.3.6. Derecho a la defensa (artículo 8.1) 

132. Otro derecho que se encuentra estableci do dentro del artículo 8 de la 

Convención es el derecho a la defensa . La Corte IDH en el caso BatTeto Leiva vs 

Venezuela del 17 de julio de 2008 ha establecido que el impedir que se ejerza este 

derecho, desde que se irucia un proceso que la involucra, y la autoridad dispone o 

ejecuta actos que implican afectación de derechos, es potenciar los poderes 

investigativos del Estado en desmedro de derechos fundamentales de la persona. 96 

133. El derecho a la defensa '·obliga al Estado a tratar al individuo en todo momento 

como un verdadero sujeto del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, 

y no simplemente como objeto del mismo ". 97 

134. De igual manera, la Corte IDH ha resaltado que el derecho a la defensa debe 

"poder ejercerse desde que se señala a una persona como posible autor o 

participe de un hecho punible y sólo culmina cuando finaliza el proceso··. 98 

94 Corte IDH . Caso ChapatTo Álvarez y Lapo Íñiguez vs. Ecuador, op. cit. , párr. 107; Caso López Mendoza 
s. Venezuela. op. cit. , párr. 141 , y Caso Palma Mendoza y otros vs. Ec uador. Excepción pre liminar y 

fo ndo. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. 
9° Corte IDH . Caso Apitz Barbera y otros ("Corte Primera de lo Contencioso Administrativo··) vs. 
Venezue la, o p. cit. , pá1T. 77; Caso López Mendoza vs. Venezuela, op. cit. , párr. 141 , y Caso Palma Mendo1a 
y otros vs. Ec uador, op. cit.. párr. 1 OO. 
96 Corte IDH. Caso Barreta Leiva Vs. Venezuela. Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia de 17 de 
noviembre de 2009. Serie C No. 206. Párr. 29. 
g7 Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, op. cit. , párr. 29. y Caso López Mendoza vs. Venezue la. 

op. cit.. párr. 117. 
~8 Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, op. cit .. párr. 29, y Caso López Mendoza vs . Venezuela. 

op. cit.. párr. 117. 
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135. En d present 1.:;n~ü, d Est..d\> nú cumplí) \'..On esta 0bligución, esto en razón de 

que e l Sei"ior Gonzalo Cortez detenido ilegalmente por tres ocasiones; en enero de 

1997 ni siquiera tuvo contacto con un abogado defensor; en julio del 2000 fue 
incomuni -ado por 19 días si n con tar con la de fensa de ningún abogado durante 

ese ti empo. La violación de este deff'Cho no se subsana por el hecho de que el Sr. 
'ortez haya ten ido la oportunidad de contar con un abogado cuando terrnino su 

incomunicación ya que e l derecho de contar con un letrado debe garanti zarse 
desde el inicio de l proceso. 

136. Por lo expuesto, e1 Estado ecuatoriano vulneró este derecho, contenido en e l art. 

8. 1 de la CADH, ·n rdu-cíón ai mí. 1.1 -dci mis1no instrumento. 

3.3.7. Derecho a la presunción de inocencia (art. 8.2 de la CADH) 

137. El numeral 2, del art. 8 de la CADH indica que: '·'Toda persona inculpada de 

d-ehto ti-ene dcrcdrn ti que se pti.5-sum.a -su 1nocen,e,1a mi-cntrn.s m) se estabkl-ca 
legalmente su culpabilidad"99

. 

138. Respecto a la presunción de inocencia la Corte considera que funda mental 
dentro de las garant ías judiciales debido a que: ''al afirmar la idea de que una 

persona es inocente hasta que su cul.p.abihdad sea demostrada"100
. De igual manera 

hace énfasis respecto a que, «es un elemento esencial para la rea lización efectiva 

del derecho a la defensa".101 

139. E l principio de presunción de inocencia "acompaña al acusado durante toda la 
tramitación del proceso hasta que una sentencia condenatoria que determine su 
-culpabfütla-d quede fitm-e·'. !i.).2 

140. Dentro del caso del Sr. Cortez es evidente que ese principio no fue tomado en 

cuenta, ya que en ningún momento se presumió su inocencia únicamente e limitó 

a retener de manera ilegal e injustificada, sin antes haberse tenido un juicio j usto. 

Est0 se (:Videncia cuando., n pesar d~ que d fiscnl militar pide ,u s0br ,s .imiento 
(es decir, no encontró suficientes elementos para acusarlo del cometimiento del 

delito) al empezar el proceso ordinario se vuelve a dictar prisión pre\'entiva en su 

contra. 

J.3.8-. GsH":Hlfíils mininmj e» cl ElHH't'•> del tl-ertx'b-o a la~ gurnr;1ias 
judiciales (artículo 8.2 de la CADH) 

141 . El numeral 2 del articulo 8 de la Convención establece que, durante el proceso 

toda persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas. Estas garantías deben ser 

as~,guradas por d Estado para la cxistencrn de un debido proceso caf¿ntc de 

vulneraciones. 

9 9 Convención Americana de Derechos Humanos, 1969. 
'ºº Cort e ¡ DH. Caso Suarez Rnsem vs . Ecuador, op. cit. . párr. 77, y Caso Cabrera García y i'vlontiel Flores 

vs. Me.xico , op ót . pjrr I RJ . 
101 Corie JDH. Caso Ricardo Ca nese vs . Paraguay . Fondo , reparaciones costas. Sentencia de 31 de agosto 
de 2004 . Serie C No. 11 1, párr . 154 , y Caso L.ópez Mendoza vs . Venezuela, op . cit , párr. 128 
102 Corte IDH . Caso R.i ca.rdo Canese vs. Paraguay, op. cit, párr. 154, y Caso López Mendoza vs. Venewela, 

op. ci t. , párr. 128. 
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142. En este sentido la Corte ha dictaminado que no se entenderá que existió un 

debido proceso ni se aceptaría que su culminación constituye sentencia definitiva 

si es que no se tomaron en cuenta estas garantías mínimas puesto que la 

vulneración de derechos se vuelve insubsanable. 
143. La Co11e ha establecido lo siguiente respecto a las garantías mínimas : "al 

denominarlas mínimas la Convención presume que, en circunstancias específicas, 

otras garantías adicionales pueden ser necesarias si se trata de un debido proceso 

legal" .1º3 A continuación, se realizará la argumentación específica, en relación 

con las garantías mínimas previstas en varios literales del art. 8.2 de la CADH. 

3.3.8.1. Derecho a una comunicación previa y detallada del 
inculpado de la acusación formulada (artículo 8.2.b) 

144. Esta garantía judicial establece que una persona tiene el derecho de conocer los 

cargos y acusaciones hechas en su contra, para de esta manera se puede ejercer el 

legítimo derecho a la defensa. La Convención Americana de Derechos Humano 

en su artículo 8, numeral 2, literal b; ha establecido lo siguiente: 

Artículo 8. Garantías Judiciales 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante 
el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: b) comunicación previa y detallada al inculpado de la 
acusación foimulada. 104 

145. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, ha establecido en el caso 

Barreto Leiva Vs Venezuela, que el derecho a la comunicación previa y detallada 

de la acusación formulada abarca lo siguiente: 

Para satisfacer el artículo 8.2.b convencional el Estado debe informar al 
interesado no solamente de la causa de la acusación, esto es, las acciones 
u omisiones que se le imputan, sino también las razones que llevan al 
Estado a formular la imputación, los fundamentos probatorios de ésta y la 
caracterización legal que se da a esos hechos. Toda esta información debe 
ser expresa, clara, integral y suficientemente detallada para permitir al 
acusado que ejerza plenamente su derecho a la defensa y muestre al juez 
su versión de los hechos. La Corte ha considerado que la puntual 
observancia del artículo 8.2.b es esencial para el ejercicio efectivo de l 
derecho a la defensa. 105 

103 Cort~ IDI-I. Opinión Consultiva OC-11 /90. op. cit. , párr. 24, y Caso Lori Berenson Mejía vs. Per~ . Fondo. 
reparaciones y costas. Sentencia de 25 de noviembre de 2004. Serie C No. t 19, párr. 176. 
104 Convención Americana de Derechos Humanos, artículo 8. num. 2, lit. b. 
105 CIDI-I. Caso Barreto Leiva Ys, Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de2009 (fondo reparaciones 
y costas), párr. 28. ' 
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14b. En la misma linea argumentatÍ\·:1, en el caso Lúpez Álvarez Vs. Hondurns, del 

1 de febrero de 2006 la Corte lntcramerica na de Derechos Humanos ha 

establecido: 

El artirnlo 8 .. b de la Convención Americana ordena a las autoridades 
judicial s competente~ notifi~< r a! incu lpado la acusación f'onnulada en ::;u 
·contra, sus razones y los delitos o faltas por los cuales se le atribuye 
responsabi lidad. Para que este derecho atisfaga los fines que le son 
inherentes, es necesario que esa notificación ocurra antes de que el 
inculpado rinda su primera declaración. Esta garantía es esencial para el 
ji:rcicio efectivo ck! . krecho ~ la dden~. Es preciso c.o rcsider3r 
particularmente la aplicación de esta garantía cuando se adoptan medidas 
que restringen el derecho a la libe1tad personal, como en este caso_ 1or, 

! 4 7. En el presente c;l..50, el Sr. Cortcz, en njnqun:i de l.as dctcr,eioncs .'i.ufrid:1s fu~ 

informado sobre los motivos que sustentaban tales detenciones. Ni en la primera 

detención arbitraria sufrida en enero de 1997, el día que se trasladó desde el hangar 

de Ícaro a ser investigado; tampoco en la del l J de julio del mismo año, en donde 

fue trasladado e incomunicado por 19 días en Ja base aérea; ni en la tercera 
dctc1'lciún -sufrida d 28 de fobrcm dd afl'o 2000, por parte dé pcTh""Omtl m1litu en 

la base aérea. Todo ello constituye una violación a esta garantía contenida en el 

literal b, del numeral 2, del art. 8 de la CADH, por parte del Estado ecuatoriano. 

3.3.8.2. Derecho del inculpado a defenderse personalmente, 

ser asi,stido por tii"i. defon-so1· lle su efttdón y de 

corn unicarse libre y privadamente con su defensor 
(artículo 8.2.d) 

148. Esta garantía establece que una persona tíene eí derecho a un defensor y tener 
todas las comunicudon-cs posibles, para gnra11tirar su der~cho ai debido procc-sv. 
Para este efecto la Convención Americana de Derechos Humanos ha establecido: 

Artículo 8. Garantías Judiciales 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a qu.:: se pre uma su 
irmcen.cia 1nicntras no st: establezca k:galm:entl.! st1 uJpabi{iclad. Dm· nt • 
el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por 
un defensor de su elección y de comunicarse libre r pri\'adamente con su 
d fi.:nsor 107 • 

149. La Corte Intermnericana de Derechos Humanos ha establecido en el caso 
Barreto Leiva Vs Venezuela, que el impedimento del acceso a una def-ensa vulnera 

106 CIDJ--1 . Caso l .o· P"'Z_. ,'l\,~r--ez \Is. f-1 . J S · J - " "' " onuura s. , en1e11..:1a ( e l de ft>bn:!ro de 2006 (fi.rnd0, reparac iones y 
costas), párr 149. 
101 e . . . 

. onvencron A mericana de Derechos Humanos, an ículo 8. num. 2. lit d. 

36 



130

el derecho a la defensa, la incomunicación producto de la detención ilegal del 

Señor Gonzalo Cortcz ha vulnerado sus derechos. 

Si el derecho a la defensa surge desde el momento en que se ordena 
investigar a una persona, el investigado debe tener acceso a la defensa 
técnica desde ese mi smo momento, sobre todo en la diligencia en la que se 
recibe su declaración . Impedir a éste contar con la asistencia de su abogado 
defensor es limitar severamente el derecho a la defensa, lo que ocasiona 
desequilibrio procesal y deja al individuo sin tutela frente al ejercicio del 
poder punitivo. 108 

150. De los hechos descritos, el 30 de julio donde rindió una declaración , después de 

los 19 días que estuvo incomunicado, no estuvo acompañado de ningún abogado 

defensor; aumentando su malestar, por haber permanecido tantos días sin contacto 

con ningún familiar, en los que fue víctima además de tratos crueles, inhumanos 

y degradantes en el lugar de la detención. 

151 . De igual manera, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha establecido 

en el caso Palamara Iribame Vs. Chile, sentencia de 22 de noviembre de 2005 : 

Desde el inicio de las primeras diligencias de un proceso deben concurri r 

las máximas garantías procesales para salvaguardar el derecho a 

defenderse durante todo el proceso que tiene una persona acusada de 

cometer un delito, de conformidad con el artículo 8.2.d) de la 

Convención. 109 

152. En el presente caso, ni en la detención arbitraria de enero de 1997, tampoco en 

la de julio del mismo año; ni en la del año 2000, se le permitió contar con la 

presencia de un abogado defensor de forma inmediata, para poder ejercer su 

legítimo derecho a la defensa; violentando la garantía prevista en el literal d, del 

numeral 2, del artículo 8 de la CADH, en consonancia con los precedentes 
establecidos por la Corte IDH. 

3.4. Derecho a la protección judicial contenido en el art. 25 de la CADH 

153. El art. 25 de la CADH establece en el numeral ] que: " toda persona tiene 

derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los 

jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus 

derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente 

Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en 

ejercicio de sus funciones oficiales". 110 

108 CIDH . Caso Barreto Leiva Vs, Venezuela. Sentencia de 17 de noviembre de 2009 (fo ndo. reparac iones 
y costas), párr. 62. 
109 CIDH . Caso Palamara lribarne Vs. Chile. Sentencia de 22 de noviembre de 2005 (fondo, reparaciones 
y costas). párr. 174. 
11º CADH. art. 25 , numera l l. 1969. 
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{ 54. En él Cc.\~ú m l·.wmin~ es 1.:hn\) que d Sr. Cort-cz, en lu ,kténción de enero de 
1997, estu vo im pedido de presentar cualquier recurso j udicial, puesto que fue 
detenido arbitrariamente y pasó una noche incomunicado. Además, nunca fue 
presentado ante ningu na autoridad judicial que veri fi que las condiciones en las 

que se encontraba y tampoco se !e informaron las musas por las cuales se le 
inves ti gaba . 

¡ 55. La posteri or detención del Sr. Cortez el 11 de j ul io del l 997, también tuvo 

características simi lares; debido a que fue incomunicado por 19 días e impedido 
de tener contacto con familia, peor aún con cualquier abogado defensor, público 
0 privado. Por tanto, fue impedido u ptt;~-entar un 1 ·curso idó1teo qu"l: prot¡;:ja su 

derecho a la li bertad y presunción de inocencia. El ser detenido e investigado en 

ese tiempo, sin una orden judjcial previa y siendo incomunicado conlleva una 

violación a su derecho a la protección judicial. 

156, Ad -más. hay que recalcar que la Corte lDH ha estab!ec.ido que; un hábeas cmpus 
ante una autmidad administrativa no constituye un recurso efectivo bajo los 

estándares de la Convención Americana de Derechos Humanos. 111 En este 

sentido, pese a que, después de la detención ilegal a la que fue sometido el 28 de 

febrero del 2000, interpuso dos hábeas corpus, el 8 y 29 de marzo dei mismo año: 
que fuemn n:-cfmzaúos por ~i AI-cti.í-dc üt: fo. üucta<l <le Quito; y, no es sú10, después 
de la Resolución del Tribunal Constitucional, que obtiene su libertad. En este 

sentido, el recurso de hábeas corpus ante la autoridad administrati va no es un 
recurso efectivo y tampoco protegió su derecho a la libertad e integridad personal. 

1 -,7. fo r esta" w nsid~rncü:me.~ .. el Fst.:ldn eGtrntoriano también vulneró el <lerechQ a 
la protección judicial del Sr. Cortcz, contenido en el art. 25, en relación con eJ ai1. 

1.1 de la CADH. 

3.5. Violación del derecho a la propiedad privada, contenido en el art. 21 
t'fr. lit CA Dil. 

158. El Estado ecuatoriano violó el artículo 21 de la Convención, que contempla el 
derecho a la propiedad y la Convención Americana de Derechos Humanos 
dispone que: 

Toda pc·tsum, tiene derecho ai u:m y g1)C1:'. de .rns brenes. 

159. Es preciso mencionar que, para obtener su libertad, el peticionario se vio en Ia 
obligación de consignar una fianza que se fijó de forma arbitraria por parte de un 
j uez militar en ia cantidad de USO. 1500 (mi l quinientos dólares de los Estados 
Unitiú-S de Am6ricü)-cuya rcstitucifo-1 estuvo ~ujétn a reahznr varias redn.maciünc$ 

en diferentes instancias de la justicia. Después de que la Corte de Justicia Militar 
declaró nulo todo el procedimiento seguido en contra del Sr. Cortez se devolvió 
esta fianza el 28 de feb rero de 2000; cuando, nuevamente de forma ilegal y 

1 11 Corte lDH, Caso Chaparro .Ál varez y Lapo Í11igue2: vs E..:ua<lor. Ex..:c:p..;i011es Prelim inares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 21 de noviembre de 2007 Serie C No. 170. Párr. 129. 
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arbitraria, fue detenido por personal militar y trasladado al Centro de Detención 

Provisional de la ciudad de Quito. 
160. La CIDH anota en el Informe de Fondo No. 13/19 (párr. 101), relativo al caso, 

que "todas las decisiones tomadas en la jurisdicción penal militar son 

inconvencionales"' 11 2; porque queda claro, que el Sr. Cortez era civil a la época de 

las detenciones y que cualquier medida dictada por la jurisdicción militar no está 

acorde a la CADH. En este sentido, la ilegítima prisión preventiva a la que fue 

sometido también carecía de validez y el pago de tal caución era ilegítimo. Por lo 

que su derecho a la propiedad, en relación al pago de la caución, fue vulnerado. 

161. Además, en la descripción de los hechos constan las erogaciones que tuvo que 

realizar el Sr. Cortez, por concepto del pago de la comida dentro de la Base Aérea, 

que asciende a la cantidad de 1 '443.000 (un millón cuatrocientos cuarenta y tres 

mil sucres), -pagada en tres cuotas- por los más de cinco meses que pasó recluido 

sin fundamento en la base militar. 113 Calculado ese valor, en dólares a la época, 

representan 326, 1 O dólares estadounidenses, que también fueron cancelados de 

fonna ilegítima; ello sumado a que, en los primeros 19 días que pasó 

incomunicado la comida, en múltiples ocasiones, estaba acompañada de 

escupitajos. 

162. Además, su propiedad privada fue afectada con el pago de honorarios 

profesionales a defensores privados hasta que empieza a ser patrocinado de forma 

gratuita por el Consultorio Jurídico Gratuito y luego por la Clínica de Derechos 

Humanos de la Pontificia Universidad Católica del Ecuador. Por lo que, en primer 

momento, el derecho a su propiedad en este sentido también fue conculcado. 

163. Cabe indicar en esta parte que existe un nexo causal directo entre la 

investigación y procesamiento penal militar y la desvinculación del trabajo del Sr. 

Cortez de la empresa Ícaro, que, a paitir de la ilegítima detención arbitraria que 

sufrió en enero de 1997, optó, por desvincular al Sr. Cortez, pese a su trabajo 

intachable durante su tiempo de permanencia en la empresa, que fue de más de 

tres años. El detalle de esta afectación a su derecho a la propiedad será 

desarrollado con más profundidad a continuación; cuando se trate las medidas de 

compensación e indemnizaciones, relativas al daño material sufrido. 

164. Para lo estados resulta sencillo ignorar los efectos de someter a una persona a 

un proceso penal. Aún cuando a la persona se le ratifique su estado de inocencia, 

las consecuencias personales, familiares, sociales y económicas se mantienen 

durante años o incluso durante toda la vida de la persona. El Sr. Cortez perdió su 

trabajo gracias al proceso penal, pero además se vio impedido de poder encontrar 

otro trabajo ya que tenía antecedentes penales por el proceso abierto durante años. 

Por otra parte, el Consejo de la Judicatura guarda registros públicos de los 

procesos penales, de tal manera que cualquier persona pueda saber si alguien fue 

sometido a un proceso penal, no todos los empleadores constatan si la persona fue 

112 CIDH. Informe No. 13/19. Caso 12.268. Fondo. Gonzalo Cortez Espinoza. Ecuador. 12 de febrero de 
2019. 
11 3 Anexo 5. Nota de venta de 17 de diciembre de 1997. Firmada por Francisco Narváez. Con Razón de 
originalidad certificada por el Notario Décimo Dr. Eduardo Orquera Z. el 13 de marzo del año 2000. 
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dcdc11 iJ,1 inu:enlc. Fin. !mt:ntt:. IJ Püh( Ü1 a1.:i mal d ·I [(u Jor manticnt: una 

base de datos de b s detenciones que realizan a la cual, a pesa r de se r de uso 
intL·mo. rnuchas empresas logran h~ncr acceso. Todas estas acciones estatales 
están c11cami11ad:i . a casti gar a la persona , aú11 cuando la justi cia haya dec larado 

. u int'c~ncia r 1 L'srnso acct:s( al r cioncs !abe mies de lns pcrsomL<; que han sido 
sP rnctidas al sistcrna ca n:clarin ccuatoriano serú JcsarrnllaJ o por una de las 
pe rit os cx ¡1(' 11as en la audiencia del pre. ' nlc caso. La pri vación Je la libertad de 

unJ persona tiene dcctos patrimon iales ineludibles que afecta n el uso y goce de 

sus l ine. } form as d ingreso actuales, sino que perjudican la posibilidad de 
1..'bt ·n · nu~, vs ,1,g1 0s pH 1. ,¡ so ·t.::n 1.:wuómico de !u pcrsom1 y ·u fonlilia 

l 6S. Por la con. iclcracioncs expuesta· , el Estado también vu lneró el derecho a la 

propiedad del Sr. Cortez, contenido en el art. 21 de la CA DH, en relación con las 
obligaciones de l art. 1. 1 del mismo instrumento. 

4. RE:PARAC'fONES 

J 66. Con respecto a la Reparación tntegral , el Art 61 numeral 1 de la CADH. 

menciona que cuando se determine la existencia de la violación de un derecho 

protegido por este instrumento, ·'fa Corte dispondrá que se w1rantice al fesionudo 

, ,1 d goce dt ::;-u daeciw t> frbt:r tad concufca.dm, ( .. .) 1,Wmi:mw, si elfo jilera 

pm cedent e, que se reparen las consecuencias de la medida o situución que ha 

w ;1frgurado la vulneracü5n de esos derechos y el pago de unajusta indemni::ución 
uf u parre lesionada ... 114 

. t:. - T . . t.. • d 1 C rr)·H d l .. !d a! como to tta menc10na o .a arte u . .,. se compren e a a reparnc10n como 
una norma consuetudinaria que constituye uno de los principios fundamentale 

del derecho internacional contemporáneo sobre la responsabilidad de los Estados. 

De esta manera, al producirse un hecho ilícito imputable a un Estado surg de 

inmediato ta responsabilidad internacional de éste por la violación de una norma 

intcmaciu1Hti, con d c{)nSc-cuentc deber de rcparnción y de [mc ·r ~c-sar !as 
consecuencias de la violación. 

168. Parn la Corte lDH, la reparación de un dañ.o ocasionado por la responsabilidad 

acti va u omisíva del Estado requiere, en la medida que sea posible, la pi na 
restitución, resrilut in jn integnrm, es decir, retomar a la víctima al estado antaü)r 
al cometimiento del dafio. De no ser posible, es el Tribunal internacional qui 11 

debe "determinar una serie Je medidas pura, ademús de garcm/ i::ur los dun: .. :lws 

conculcados, rcparor las consecuencias que los mfraccron ~s prodz!feron. usí 

como esiahlecer el pago Je una indemni::aci/m como compensación por los cluños 

rJn tsitmc1do:, ··. 1 15 

169. La Corte ha reconocido que: " una restitución total en el caso de dai'ios graves al 

plan de vida de una víctima requjere de una medida de reparación correspondiente. 

1
' ; Cum.,1.":nc16n 1\ meik,m,1 d~ Dcredio-s !lunrnnu r\1ik,ulo ü t mmn!1 11 ! . 

115 4 Caso Trujillo Oroza - reparaciones, párr. 6 1; Caso Bámaca \'elasqucz reparaciones, párr. 39; Caso 
Cantora! 13 enavides - reparaciones, párr. 4 1; Caso Durand y U gane - reparaciones, párr 25 ; Caso Barrios 
Altos - reparaciones, párr 25, Ca o Velásquez Rodriguez - indemn ización compensatoria. párr. 25. 
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La eliminación y reducción de las opciones de vida de estos jóvenes ha limitado 

objetivamente su libertad y constituyen la pérdida de una valiosa posesión. Este 

tipo de perjuicio grave a la trayectoria de vida de una víctima no c01Tesponde al 

renglón de daños materiales ni al de daños morales." 116 

4.3. Investigación y sanción de responsables por las violaciones de 

derechos humanos 

1 70. Respecto a la primera medida de reparación integral, es importante mencionar 

que los Estados tiene la obligación de garantizar los derechos a la libertad 

personal, a la integridad personal y a las garantías judiciales a través de la 

investigación efectiva de los hechos que afectaron tales derechos y, en su caso, 

sancionar a los responsables. Esto implica que el Estado debe remover todos los 

obstáculos, de facto y de jure, que impidan la debida investigación de los hechos, 

y utilizar todos los medios disponibles para hacer expedita dicha investigación y 

los procedimientos respectivos, a fin de evitar la repetición de hechos viola.torios. 

El cumplimiento de esta obligación, a su vez, contribuye a la reparación de las 

víctimas y sus familiares. 

171. La Corte se ha referido sobre la importancia de " la investigación de los hechos 

y la sanción de las personas responsables, ( .. . ] es una obligación que corresponde 

al Estado siempre que haya ocurrido una violación de los derechos humanos y esa 

obligación debe ser cumplida seriamente y no como una mera fonnalidad. 117 

172. De igual manera la corte considera dentro del caso Garibaldi vs Brasil que " una 

de las formas más relevantes para combatir la situación de impunidad en casos 

como el presente, es investigar la actuación de los agentes estatales involucrados 

en las violaciones establecidas en la Sentencia, sean policías, miembros del 

ministerio público, jueces y servidores en general, lo que debe realizarse en la 

jurisdicción interna por intermedio de las instituciones públicas competentes.118 

173. La Corte ha reiterado que .. toda persona, incluyendo a los familiares de víctimas 

de graves violaciones de derechos humanos, tiene el derecho a la verdad. En 

consecuencia, los familiares de las víctimas y la sociedad como un todo deben ser 

informados de todo lo sucedido con relación a dichas violaciones. Este derecho a 

la verdad ha venido siendo desarrollado por el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. 119 

174. De igual forma la Corte lnteramericana de Derechos Humanos en el caso CIDH. 

Caso López Álvarez Vs. Honduras. Sentencia de I de febrero de 2006, ha 

116 Corte lnteramericana de Derechos Humanos. Caso de los "N iños de la Ca lle"". (Villagrán Morales y 
otros) Vs. Guatemala Sentencia de 26 de mayo de 2001 (Reparaciones y Costas). Párr. 86 literal C. Págs. 
38-39. 
117 Cfr. Caso Trujillo Oroza, Reparaciones supra nota 277 párr. 1 OO. Caso Cantora! Benavides. 
Reparaciones. supra nota 248, párr. 69. · 
118 Corte IDH . Caso Garibaldi Vs. Brasil. Excepciones Preliminares, Fondo. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 23 de septiembre de 2009. Serie C No. 203. Párrs. 168. 
119 Cfr. Caso Trujillo Oroza. Reparaciones. supra nota 277. párr. 114; Caso Bámaca Velásquez. 
Reparaciones. supra nota 277, párr. 76 
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cs1abk\.'.id1) h, ::-iful ·111\.'. . mv '."-, \1 g,11 In~ h -ch)~ qu • gcné1 r\)n la \ ioh1cioné.:; del 
prcsL·ntc cn sn e idc11tilicar.j u1 e;i r y sancionar ~1 los responsa bles u i 

l 7':- Siguiendo csw misma lirn.:a argumcntati\·a la l'ortc lntcramericana de Derecho 

l lu111a11os en el Caso 1.úpo Á lvarc, Vs. 1 londu ra s ha cstahlccido lo siguiente: ··1::1 

f- stRdn dchL' im c. ti !ur. L'n un pin.to rLv.onablc. los hecho. del presente caso \ 

a¡1!icar las pr~), 1dcnci..1s que resulten de esa invc li gac ión a lo~ re~ponsah lc . por 
dich1)S hcc llPs".121 

176. /\simismo. ·n el caso de la Panel Blanca garantiza a toda persona el acce O a la 

jtrticia para proteger sus der ho -, y recaen sobre los Estados Partes los deberes 

J · p1 ·, •1út . 111\ ·sh6u , iJ~11ti tka.r ~ • 1 i:10m1r los aulm ·::i J CH-cubrí .or · ::i \k la_ 
, io lacioncs de los derec hos humanos. 1~

2 

l77. Por lodo lo ·xpuc to, olicitamo que la orte lnteramericana de Derecho · 
Humanos ordene al Estado se inicie la investigación y sanción de los funcionarios 

públic .. re ponsables de la detención ilegal y violaciones a lo dere hos a la 
i11teg1i dad, garantías judiciales, propiedad del Sr. Gonzalo Conez, por acción u 
omisión que generó la vulneración de sus derechos. 

-+A . Medidas de Restitución 

n s. Lü-s Esütdos frenen ht übligadún de ganmt1zar los tltrecho:, a iu \h.b, a l 
inte6rri dad y a la libertad personales a través de la investigación efectiva de los 
hechos que afectaron tales derechos y, en su caso, sancionar a los responsables. 
Implica que el Estado debe remover todos los obstáculos, de facto y de jure. que 

impidan la debida investigación de los hechos, y utilizar todos los medio~ 
disponibles para hacer expedita dicha invesligación y los procedimiento 
respectivos, a fin de evitar la repetición de hechos violatorios. El cumplimiento 
de esta obligación, a su vez, contribuye a la reparación de las víctimas \' sus 
familiares. 

179. Con respecto a las medidas de compensación, la indemnización económica es 
en la práctica una de las medidas de reparación más comunes denLTO de casos de 
vio laciones a los derechos humanos. La jurisprudencia ínteramericana se ha 
prnnunóado man1fostand.ü que. ·'ia justa 1ndcmn1mciún, h1's rcparn ·ion s. t1:in1 1 

el término lo indica, consisten en las medidas que tienden a hacer desaparecer los 

12° CIDH . Caso J\ilontero Aranguren y otros (Retén de Calia) \ 's. \ 'únemel11 Sentencia del 05 de sep ti embre 
ele 2006, Serie C o 150, párr. 94 . . 
121 CIDJ-1 Caso López Álvarez Vs. Honduras. ·entencia de I de.: febrero de 2006 (fondo. reparaciones Y 
roM~t~rr2ITT . . 
122 ·· Panel Blanca" {Paniagua Morales y ou·os) Vs. Guatl:'mala. Reparaciones (art. 63 l de la Convencion 
Amcric.3..llil :;obre Dc.rech.0s: H.umunns , ScntcJ1cü1 de 2.5 de rnftyo Jt,) 200 l. cric C r\ º 76. 1 ()8_ 

42 



136

efectos de las violaciones cometidas. Su naturaleza y su monto dependen del daño 

ocasionado., 12J 

4.5.7. Daño material 

180. Este Tribunal ha desarrollado en su jurisprudencia que el daño material supone 

la pérdida o detrimento de los ingresos de las víctimas, los gastos efectuados con 

motivo de los hechos y las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un 

nexo causal con los hechos del caso 124
. 

181. En el caso Montesinos vs Ecuador, la Corte [OH, ha establecido que " las 

reparaciones deben tener un nexo causal con los hechos del caso, las violaciones 

declaradas, los daños acreditados, así como las medidas solicitadas para reparar 

los daños respectivos. Por lo tanto, la Corte deberá observar dicha concurrencia 

para pronunciarse debidamente y conforme a derecho" .125 

182. Con esta consideración se pasará a detallar los daños materiales que sufrió el Sr. 

Cortez, a prutiT de su detención ilegal en enero de 1997. Así como la posterior 

detención del 11 de julio al 30 del mismo año. 

183. El Sr. Cortez se encontraba trabajando en la empresa Ícaro desde el año 1994, 

fecha en la que solicita la baja voluntaria de las Fuerzas Armadas; para ejecutar 

una comparación de los montos que recibía en los distintos trabajos hacemos el 

siguiente análisis. 

184. El mayor grado que alcanzó en su servicio activo en las Fuerzas Armadas fue 

de Sargento Segundo, que en 1996 recibía una remuneración aproximada de 

300.000 sucres (82,55 dólares estadounidenses a la época). En Ícaro percibía una 

remuneración triplicada de ese valor; y, de hecho, el compromiso con su 

empleador era que ese rubro se iba a mantener y aumentar con el tiempo, en 

relación a la escala de rubros de las fuerzas armadas. Es decir, recibiría el triple 

de un sueldo de Sargento Segundo, mensualmente, durante su permanencia en la 

empresa. 

185. Por su trabajo intachable, el Sr. Cortez pennaneció laborando por más de tres 

años ininterrumpidamente en la empresa Ícaro, (tal como consta en el Ce1tificado 

de Trabajo adjunto al presente escrito) 126 desde el 9 de agosto de 1993 hasta el 25 

de febrero de 1997. 

186. Es más, por sus altas expectativas y al ser un trabajador destacado, Ícaro solicitó 

a los Estados Unidos una visa para ingresar a ese país para el Sr. Cortez, que fue 

expedida el 21 se septiembre de 1993 por el gobierno norteamericano, con una 

123 Corte IDH. Caso Myrna Mack Chang vs. Guatemala. Sentencia de 25 de noviembre de 2003. Serie C 
º. 1 O 1, párr. 237 

124 Cfr. Cuso Bámuca Velásquez V1·. Guatemala. Reparaciones y Costas. Sentencia de 2?. de lebrero de 
2002. Serie C No. 91. párr. 43 , y Cuso Carvajal Canrujal y otros Vs. C'olombio. Fondo. R!!paraciones y 
Costas. Sentencia de 13 de marzo de 2018 . Serie C No. 352, párr. 227. 
1~5 Caso Montesinos Mejía Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares. fondo. Reparaciones y Costas. 
Sentencia de 27 de enero de 2020. Serie C No. 398. Párrafo 2 19 
126 Óp. Cit. Anexo 2. 
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thha Je c,, pi :,iciún de 20 dc sqnicn1hrc de 19<>8, ' :7 que por su detención e 

im csti gac ioncs ilegales y la pro hibición clc sa lida de l país que se le impuso en el 
ilega l proceso p ·na l mili tar, nunca pudo usar. 

187. Como consec uencia del ini cio de la inves ti gac ión penal militar, y las posteri ores 
dct ·ncioni:s ik·g;ik·s y ~1rl ilmrias que: sufriú, perdió su tralxjo en es ta c.:mpr ·.s.::1. 

R1sta rev isa r las fechas de l ini cio de las invest igac iones para comprobar lo dicho 
188 . En enero de 1997, según la dec laración rendida el 8 de marzo ante la Notaría 

Pri mera del Ca ntón Quilo: 

"mient,·as cst~b~ laborando en e! h~mgar de Ícaro , llegó w1..1 person, ~ 
preguntar por mi y cuando me acerqué a la puerta de entrada me ent regó 

un documento que era una orden de detención dictada por el Fi sca l Mi litar 
de la Primera Zona Aérea ( ... ) para i.ndagaciones sobre el de lito de robo 
de un equipo de radionavegación de uno de los aviones de la Primera Zona 
Aérea. No accedí vo luntariamente pero por medios violentos, el Sargento 
Chávez que era quien llevaba esa orden me obligó a ingresar a un 
vehícu lo ( ... ) Al día siguiente se me hizo un chequeo médico y se me dejó 

en libertad, cabe notar que no estuve en ninguna habitación cómoda y que 
ningun~ otrH pe:r.sona sabia de mi ubic-,¡:ición, ü-1mpoco hice esta dedurnción 

ante ningún Juez o Fiscal o autoridad cornpetente. Se me dejó en una 
oficina sin ninguna protección y soportando frio toda la noche .. '12

R 

189. El hecho de que le hayan trasladado ilegítimamente por medios violentos al Sr. 
Corta , cún tm11 bol-eta tmüida por un jucz tncompctéme; y, que pét onal militar 

lo haya alejado de su lugar trabajo de esa forma, sin duda generó una respuesta 
inmediata por parte de la empresa, que. para ev itarse problemas, lo desvinculó de 
su trabajo; ello sumado al rumor de que posiblemente el Sr. Cortez pudo haber 

participado e.n un ilícito relaciona.do con venta ilegal de pieza.s de av iones. 
190. El "f 9 de marzo de 1997, el Juez Penal Mil itar de la Primera Zona Aérea, dictó 

auto cabeza de proceso por el supuesto ilícito de sustracción y venta de un equipo 
de la Fuerza Aérea Ecuatoriana, y ordenó la detención provisional del Sr. Gonzalo 
Cortez, si.n tener competencia para hacerlo; es así que, ya enjulio del mi mo año. 
d día l l, t~ ucteuidü ffegal y iu'biH"itfhttti..:ml; por Ofü; • agcrHé::l ,l iados Jd 

Servicio de In te ligencia de la Fuerza Aérea Ecuatoriana. 
19 1. El Sr. Cortez trabajó hasta el 28 de febrero de 1997129 en la empresa Ícaro y su 

desvinculación fue una consecuencia directa de la detención arbitraria y el ilegal 

proceso militar quo se siguiera en su contra, por lo que el ne\o causal es clan""' 
entre lo uno y lo otro. De no haber sido detenido de forma arbitraria en en~ro de 
1997 en su Jugar de trabajo; y, de no haber sido procesado injustamente por la 

ir Anno f'). Origin .! de p.¡ís.;i~iorte d,J ~1 (k>ti r..'..tki Cüfkó'. y \'tsa n lfte-.Rmeri ~na /\¡o o5.U50.i4. eini1id.!1 
el 2l de septiembre de 1993 . 
12g Óp Cit. Declaración j uramentada rendida ante Notario Públi co Pri mero del Cantón Quito . . 
129 Óp. Cit. Ver anexo ::! . 8:.. A nexo No. 20, Oficio No IC-GG-023/97. de 25 de febrero 1997 Y liquidac,on 

de haberes al Sr. Gonza lo Cortez. 
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justicia durante varios años; el Sr. Cortez hubiera seguido trabajando en esta 

empresa con no1malidad. 

192. La continuidad previa de más de tres años y el certificado que la misma empresa 

en la que se indica que "no existió (en todo su tiempo de trabajo) ningún informe 

negativo de sus superiores jerárquicos" 130 -que aportó como documento de 

descargo al proceso en su contra, ello como constancia de su conducta intachable­

. son prueba clara de que hubiera seguido trabajando para esta empresa, de no ser 

por el injusto proceso penal militar y detenciones arbitrarias que sufrió. 

193. La relación de causalidad es evidente, por lo que procedemos a realizar el 

cálculo de erogaciones económicas que hubiera percibido; en relación a las 

condiciones laborales que tenía en la empresa. 

194. Apmtamos como prueba de lo dicho la liquidación de haberes percibidos en 

Ícaro, en la que consta la fecha de ingreso: 9 de agosto de 1993, fecha de salida: 

28 de febrero de 1997. En este documento se detalla el sueldo fijo recibido entre 

los meses de enero de 1996 y febrero de 1997, siendo el de 900.000 sucres (247,66 

dólares a la época); las horas extras suman: 120.937.50 sucres; entre otros rubros 

como compensación costo de vida, décimo sexto sueldo y beneficios adicionales 

se sumó un total de ingresos de 9'405.470,24 sucres (2.588,18 dólares); total de 

egresos: 2 '761.255,00 sucres; y, total a recibir 6'644.215,24 sucres. 131 

195. Durante su permanencia en la Ícaro, mensualmente tenía ingresos que oscilaban 

entre l '400.000 sucres a l '700.000 sucres (dependiendo de las horas extras 

facturadas); así, con egresos como apmte personal y préstamos del IESS, cuotas 

de la asociación y préstamos de la misma; el ingreso neto a recibir variaba. 

196. A continuación el resumen de los roles de pago incorporados como prueba de 

nuestra parte: 

Fecha Ingresos 

30/04/1996 1'414.375 sucres 

30/05/1996 1 '496.875 sucres 

30/06/1996 l '440.625 sucres 

01/11/1996 l '584,688 sucres 

29/11/1996 1 '732.813 sucres 
30/ 12/1996 1 '369.063 sucres 

31 /01/1997 l '588.438 sucres 

uo Óp. Cit. Ver anexo 2. 

Egresos Líquido a recibir 

969.856 sucres 444.519 sucres 

802.298 sucres 694,577 sucres 

774.548 sucres 666.077 sucres 

822.842 sucres 761.846 sucres 

867.967 sucres 864.846 sucres 

903.502 sucres 465.560 sucres 

1 '330.490 sucres 257.947 sucres 

Fuente: roles de pagos Ícaro 132 

Elaboración: propia 

13 1 Anexo No. 20. Oficio No. IC-GG-023/97, de 25 de febrero 1997 y liquidación de haberes al Sr. Gonzalo 
Cortez. 
132 Anexo No. 21. Roles de pago Ícaro. 
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13. 

197. Pan\ tener una idea 1wá:; dan., :,;;gún la 1a-sa de cambio tlt la 0poca ¡fo :;ucr-c-s '"' 

dólares ':.', en 1996 : 1 '400.000 su.eres equivalía a 385 ,25 dó lares estadounidenses 

y J '700.000 a 467,80 dólares. En 1997: 1 '400.000 sucres equivalía a 316,384 

dólare estadounidenses y l ' 700.000 a 384.180 dólares. 

l 08 . En suma: el Sr. Corte~, en promedio tenía ingresos aproximados de l '600.000 
sucres, que representan 440,26 dólares en l 996 y 36 1,58 dólares en 1997. 

199 . Si continuaba en la empresa, como era previsto, de no haber sido privado de su 

libertad de fonna arbitraria, en 1997 hubiera ganado 6.017,75 dólares, sumados 

los valores de décimas tercera, cuarta, quinta, sexta remuneraciones adicionales: 

más b nffica-ción \,; mpl-cm 11turia y -cornpensación por -el it·rcref'i\'Cütü al costo de 
vida. 13 -t 

200. Así, sucesivamente; en el afio 1998 hubiera percibido un rubro anual de 4.132,08 
dólares; y, en l 999: 1.392,00 dólares (año de la debacle económica ecuatoriana 

por la inflación} 
20 1. A partir de esa techa, corno el comprmniso con su empleador era que percibiría 

una remuneración triplicada de un Sargento Segundo - considerando que el sueldo 

a la época fue de 279 dó lares estadounidenses-; D 5 su remuneraci ón mensual no 

debía ser inferior a ochocientos treinta y siete (837) dólares americanos. 

2U2 . En este -senüdo, -considernnd-o {as retnunerackmes mensuales, décimo tercer y 

cuarto suelo y vacaciones, hasta octubre del año 2011 , en que cierra la empresa 

Ícaro136 sumaría una cantidad de ci ento cuarenta y tres mil ochocientos sesenta y 
dos dólares, con cincuenta y dos centavos americanos ($ 143.862,52). 137 

203, A.demás, de estas ~rogaciones económicas, ei. Sr. Cort~z pagó 1.500 dólare de 
fonna ilegítima por concepto de fianza, por lo que este rubro también debe ser 

considerado como un daño material sufrido. 

204. Adicionalmente a esto, el Sr. Cortez tuvo que pagar su comida dentro de la Base 

Aérea, que a la época, ascendió a un valor de 1 '443.000 (un millón cuatrocientos 

,cuarenta y tres n.1i i sucres), -pagada en tres -cu-o-tas~ por los más de cinco meses 

que pasó recluido sin fundamento en la base militarn 8 Ese valor, en dólares a la 

época, representan $ 326,10 dólares estadounidenses, que también fueron 

cancelados de forma ilegítima; ello sumado a que, en los primeros 19 días que 

pisó inc0muni ado 1a ,:-omida, en múltiples ocasiQnes, estaba a ompañada el 
escupitajos. Por lo que, este rubro también se considera como un daño material 
sufrido. 

imp i, \,-ww.uasb. c:<lu oc/Use,rFih,· 38!/ fi.!-e/COHZA.GONES%20DE%20LAS'l'id)1'f0 t rEDAS'Vo20 t <NO 
-2009 __ .pdf 
13

~ Ver anexo 22, en e l que se encontrará un análi sis detallado de las erogac io nes económicas del presente 
apartado 

u 5 Esta informació n puede ser verificada so li citando documentos oficiales al Estado ecuato riano; a su vez, 
podría ser requerí.da po r la Corte !DH . 
u ,, ht tps -//w,.vw d co mt'fC"in cnmiac;tua iidad/m.·gncir1-s/l'.'mf]Ícz a-pago~a-('."'f-.,rttph:a.do~ html 

137 Óp cit El detalle de los cálculos se incorporan al anexo 22. 
,,x Anexo 5. Nota de venta de 17 de dic iembre de l997 Firmada por Francisco Narváez. Con Razón de 
originalidad certificada por el Notario Décimo Dr. Eduardo Orquera z. el 13 de marzo del año 2000. 
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205. En resumen, por las consideraciones expuestas, el daño material sufrido se 

condensa en el siguiente esquema: 

• $ 143.862,52 por los a11os que hubiera trabajado en Ícaro, de no ser detenido 
e investigado arbitrariamente por un juez penal militar, sin competencia ni 
fundamento alguno para hacerlo. 

• 1.500 dólares por el pago de la caución. 

• 362,10 dólares por el pago de la comida. 

• Total : $ 145.724,62 dólares estadounidenses. 

4.5.8. Daño al proyecto de vida 

206. Sobre el proyecto de vida, la Corte Interamericana ha señalado que este 

concepto es distinto al daño emergente y lucro cesante, y que se puede entender a 

este concepto como "las expectativas de desarrollo personal , profesional y 

familiar, posibles en condiciones nonnales". 139 

207. De tal forma, el considerar un concepto por el daño al proyecto de vida "atiende 

a la realización integral de la persona afectada, considerando su vocación, 

aptitudes, circunstancias, potencialidades y aspiraciones, que le permiten fijarse 

razonablemente determinadas expectativas y acceder a ellas" 140
• Adicionalmente, 

la Corte IDH también ha señalado que este daño "implica la pérdida o el grave 

menoscabo de oportunidades de desarrollo personal, en fonna irreparable o muy 

difícilmente reparable, en cuyos casos se han acreditado daños que afectan la 

libe1tad objetiva de la víctima; o los cuales impidan desatTollar tal proyección, o 

bien que por omisión de un deber no se tenga la posibilidad siquiera de plantear 

un proyecto de vida en sí" .141 

208. En este sentido, es necesario mencionar particularmente el daño al proyecto de 

vida que tuvo la principal víctima y también cómo eso influye perjudicialmente a 

la familia del señor Co1tez. Debe ser considerado por parte de la Corte que, en el 

momento que una persona ha sido investigada y procesada injustamente, resulta 

muy complkado volver a la vida normal que el sujeto tenía antes; adicionalmente, 

tenemos que aumentar que la demora injustificada en el proceso, que recién 

finalizó en el año 2009; es decir, 13 años después, también significaron un 

detrimento en el proyecto de vida del Sr. Cortez y su familia ; aumentado a que 

permaneció con antecedentes penales -de lo que consta docurnentadamente- hasta 

el año 2012, cuestión que le impidió reencontrarse con posibilidades laborales que 

puedan construir a su proyecto de vida. 

139 Corte IDH. Caso Tibi Vs. Ecuador. Excepciones Preliminares. Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia 
de 7 de septiembre de 2004. Serie C No. 114, párr. 245 . 
14° Corte IDH . Caso Alvarado Espinoza y otros Vs. México. Fondo. Reparaciones y Costas. Sentencia de 
28 de noviembre de 2018. Serie C No. 370. párr. 314 
l .J l Ídem. 

47 



141

2WJ Au mi , ·I Sl'. Concz h:nia, ud má~ de su trabajo cst bk en \u cmprc~a 

Ícaro o tras oportunidades laborales en trabajos even tuales e n el área eléctrica, de 

electró nica, neumática, hidrá ul ica, refrigeración y automatización: que se 

pe rdieron a l investigársele injustamen te por un acto que no cometió: además. los 

u.ntccedentes penale que surgieron a partir de esa inj usta investigación no le 

permiti e ron continuar con su vida en condiciones nom1ales, mermando sus 

ex pecta ti vas de trabajo. 

2 1 O. Por estas consideraciones, solicitamos que la Corte fij e como reparación 

del daño a l proyecto de vida la cantidad de ochocientos mil dólares 

í.! tadou.nid·...::nscs ( 800.000 S). 

4.5.9. Daño inmaterial 

.2 f ! . Como parte de las reparaciones qu la Corte hnerartH:ricana orden al 
dete rminar la responsabilidad internacional del Estado, también se encuentra e l 

daño inmaterial, el cual resulta como una forma de subsanar los efectos lesivos de 

los hechos que no tienen carácter económico o patrimonial. 

212. De esta manera, la Corte IDH ha d=smrn1lado en su j urisprndencta el concepto 
de daño inmaterial, y ha establecido que este puede comprender tanto los 

sufrimi entos y las aflicciones cau adosa la víctima directa y a sus allegados, como 

el menoscabo de valores muy significativos para las personas, así como las 

alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones de existencia de la 
víc.t1ma o su familia . ¡..¡_2 

2 13 As í también, la Corte lDH ha señalado que ' 'el daño inmaterial puede 

comprender tanto los sufrimientos y }as aflicciones causados por la violación 

como el menoscabo de valores muy significativos parn las personas y alteraciones. 

d ' . . l ¡ · . d . . . ,.:¡ l ' . .. ¡.r; e caracter n< pe{'.umano, en _as con~i·cwne~ e existen.cm u~ as vt<;t1mas . -
214. Para detem1inar específicamente las personas beneficiarias, al respecto, va le 

recordar que la Corte IDH afirma que "en el caso de sus familiares inmediatos, es 

razonable concluir que la,; afücciones sufridas por la victima se extienden a los 

miembros más cercanos de la familia, particularmente a aquéllos q ue ten ian un 

contacto afectivo estíecho con eBa. No se 1 equiere prueba para lfegar a esrn 
conclusión ( ... )" 144

. De tal manera, la principal víctima es el peticionario que al 
momento de haber sufrido un 5'Tavamen a sus derechos por parte del Estado, 

tambié n existió daño directo a los de rechos de honra y buen nombr de l señor 

Corte7,, ya que al s .r tratíldo como un del in ltent r v~"lri as ve(:es r ci hi endo 

112 
Cfr Caso de los ''N iños de la Ca ll e" (Vi llagrán Morales y otros) Vs. Guatemala Reparaciones v Costas 

Sentencia de 26 de mayo de 200 l. Serie C ;o 77, pá.rr 84, y Caso Montesinos Mej ia \ 's. Ecuador. 
Excepciones Prelim inares, Fondo. Reparaciones y Costas, supra. párr 238 
143 Co11e IDH. Caso de los "' Niños de la Calle'· (Villagrán Morales y otros) Vs Guatemala Reparac iones y 
Cosfas Sentem.:ia de- 2(, de n;ayo de frjO l _erie (' . (' ·n, p,rr 4152. Caso Coc /\-1, - y ütros (l\ fas-acn: de 
Xamán) Vs. Guatemal a. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de :2 de agosto de 20 f 8 Scr·ie C No . 
3 56, párr. 189 
144 

Corte IDH . Caso Myrna Mack Chang vs Guatemal a. Fondo. Reparaciones y Costas Sentencia de 25 de 
no viembre de 2003 Serie C No. 1 O 1, párr 264 
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casti gos i11hum:111os ror parte de miembro\ de la Fuerza Aérea , generaron en la 

persona d:1110 irrl'parablc a la sa lud fi siea y mental del peticionario, además que 

mancharon su nombre haciendo que no puede ucccder a ascensos ni a que pueda 

trabajar en otros cargo ·. 

_ 15 . En const·cucncia del da,10 sufrido por el Sr. Cortez y su famili a, 

so licitamos a la Corh.: 1011 una compensac ión por daño inmaterial de un mill ón 

quinil!ntl)S mil dólares cstauounidenscs ( l '500.000 $) por concepto de reparación 

del da110 inmaterial. 

4.6. Medidas de Rehabilitación 

216. En cuanto a las medida s de Rehabilitación , éstas se conforman por medida 

proporcionales e idóneas que buscan atender las aflicciones , tanto fisicas como 

p icológicas de las víctimas de una vulneración de derechos. 

_ 17. Cabe recalcar que la CJDH ha dispuesto " la obligación a cargo del Estado de 

brindar gratuitamente, a través de sus instituciones de salud especializadas, y de 

fonna inmediata, adecuada y efectiva, el tratamiento médico y psicológico o 

psiquiátrico, a las víctimas que así lo soliciten, incluyendo el suministro gratuito 

de los medicamentos que eventualmente se requieran, tomando en consideración 

los padecimientos de cada uno de ellos. Lo anterior implica que las víctimas 

deberán recibir un tratamiento diferenciado en relación con el trámite y 

procedimiento que debieran realizar para ser atendidos en los hospita le 

público" .145 

218. Específicamente para el señor Gonzalo Cortez Espinosa solicitarnos a más de la 

atención médica gratuita, la adquisición de un seguro de vida privado completo 

durante el resto de su vida. 

4.7. Medidas de Satisfacción 

21 9. Los mecanismos de satisfacción se entienden como las medidas simbólicas que 

buscan compensar aspectos que van más allá del fuero interno de la persona. ) 

que lo relacionan con su comunidad y la participación en la sociedad. Comprenden 

actos u obras de alcance o repercusión pública, como la transmisión de un mensaj 

de reprobación oficial a las violaciones de los derechos humanos de que se trata, 

pretendiendo de esta manera la recuperación de la memoria de las víctimas. t>I 

reconocimiento de su dignidad y el consuelo de sus deudos. 

1
~

5 Cort e I DH. Caso I lcliodoro Portuga l vs. Panamá. Supervisión de Cumplimiento Je Sentencia. 
Res.o lución cm it ida por la Corte I ntcra mer icana el 28 de mayo de 201 O. Considaando 28. y Caso Anzualdo 
Ca. tro Vs. Perú . Supervisión de Cumpli111ic1110 de Sentencia. Reso lución emitii, por la Corte 
lnteramericana el 21 de agosto de 20 13, Considerando 45. 
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4.7.7. Rcconodmil'1\lo tlt' Rcsponsahílitlad lntcrn~cional 

220. Tal J corno se ha dictado en d caso Rodnguez Vera 1·1<·, so licitamos como medida 

de sa ti sfacción. que se lleve a cabo un acto público de reconocimiento de 
responsabilidad internacional por parte del Estado, en una ceremonia pública y 

solemne en cuyú lug tr d ·be sér acü1·J.aJo plW las vícti ma!i, cncubcz.ada por d 

Prcsidcmc de la República y con los máximos representantes de las Fuerzas 

rmada . cuya moda lidad deberá er acordada con las víctimas, su familia y 

representantes, para lo cual el Estado deberá asumir todos los gastos. 

22 l. En dich reconocimiento s solicita q11e se haga referencia a las violaciones de 
derechos hurnarH)S cnmetidos en detrimento de Gonzalo Cortez Espino. a y su 

familia y que, de manera explícita, el Estado manifieste que las violaciones 
declaradas en el presente caso son graves violaciones de los derechos humanos, 
inadmisibles desde cualquier punto de vista y ante toda circunstancia. 

4. 7 .8. Discu lp~,s Pú Micas 

212 . De igual manc::ra se solicita que dentro de este reconocimiento de 
responsabilidad estatal antes mencionado, se emitan disculpa5 públicas por parte 
de las autoridades presentes, además solicitamos las disculpas que será dirigida al 
Sr. Cúrtcz y sus faniüia.rcs sean difundidas a través de medios masivos d.e 

comunicación a nivel nacional. 

4.8. Garantías de no repetición 

2~3- Estas g·ata11tías cütno 111ccanls1t\0S tend·icntcs a que no vuclvim a t1ctu-rir 
violaciones a los derechos humanos como las sucedidas en el presente caso tienen 
un alcance o repercusión pública, y en muchas ocasiones resuelven problemas 
estructurales viéndose beneficiadas no sólo las víctimas del caso, sino también 
otros miembros y grupos de la sociedad. 

224. En casos como el presente, las garantías de no repetición. adquieren una rna or 

relevancia como medida de reparación, a fin de que hechos simjlares no se repitan 
y contribuyan a la prevención. De hecho, es obligación del Estado prevenir la 
recurrencia de · iolaciones a los derechos humanos y, para ello, tiene que adoptar 
todas ías medidas legaJes, adrninístmtivas y de otrn indo! que sea!! penin~fit~s 
para tal efecto. 

225. Tomando en cuenta lo anterior, solicitamos a la Honorable Corte que ordene al 
Estado Ecuatoriano la inclusión de una norma en el Códjgo Orgánico Integral 

Penal que determine el pago automático de las wrnuncrnciones que deje de 
percibir una persona por encontrarse en prisión preventivu en caso Je que se 
ratifique su estado de inocencia. En caso de que la peLona pierda su trabajo 
mientras se encuentre en prisión preventi va, y se ratifica su estado de inocencia, 
el Estado deberá pagarle una remuneración mensuaL de acueído a la última 

14
~ Cone iDH Caso Rod, iguez Vern y Onos (Desaparecidos del Palacio de Justicia) vs. Colombia 

Excepciones Preliminares. Fondo, Reparaciones y Costas . Sent encia de 14 de nov iembre de 20 14. Párr 575 
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f mui) ·ru ·1on t ¡,: ,b1J<1, ha::. \ü qu · C\'ll"1ga uri nucv l ti h :l )O . Fn ~uso <lt qut e! 
nucv(1 traba_10 len ,;¡ una 1\ .' nH.111erac iú11 menor a la que rec ibía antes de la pri sión 

rrcn.: ntiva, el h tado dch ·rú cubrir l;:i diferencia cntn.: la remuneración an terior Y 
la arlual lwsta que eslé\s se igt1 alcn o la 1x:rsona .il'cctada tenga una remuneraci ón 

11111ynr. i:i, e t~l de qm: In 1 ' rs )llíl es tu viese Jl'scmpkada ni motrn:nto en que su k 
diclú la prisiún prc,entiva , se deb ·rú pa gar el . alano rnín1rno vital. 

5. GASTOS Y COSTAS 

: ,. t . Resµcctc dt: tus costas 'll ll s que incmrcn lus icti mas sus repre -enta1 te . 
tanto a nivel inkrih) rnmo inl ·'rnaciona l, la Corte IDII ha indicado que es la:-i 

--1/(/c , 11 l h ll'lt' d<:I conc<:'plo de repumcicín, todo ve.: (JllC lo act1 v1clacl desplegoclu 

¡)()r los 1'Ít'finws con el f in Jt! ohten<.!r .Jus/ú; iu, /unto ll ru vd noc,nno./ como 

imcrnucionul, implica eruguciones c¡ue deben ser compenswlus cuunc/() lo 

ró¡'011st-dirlrduJ 11tfr:1"11u cio1tu! dd t ·sít1Jo t!s dl!-r.:lllr'ti ,.iu t11L·d1u11fr: 111 1u .\ t! lífé11u t1 

t 'cmdc: 11u/ orla.,· J "
7 

5.3. Gastos futuros 

227. Los gastos futuros comprenden,. entre otros., los desphFamiento. y gast ·5 

adicionales de testigos y peritos a la eventual audiencia ante la Co11e: el tra lad0 

de los representantes a la misma; los gastos que demande la obtención de pmeba 

futura; y los demás en que se pueda incurrir para la adecuada representación de 
las víctimas ante la Honorable Corte. 

228 En atcnctón a lo anterior, los rcprestnhtntes dd Sr. Cort~z: y su fom1{itL 
solicitamos a la Honorable Corte que, en la etapa procesal correspondiente, nos 
otorgue la oportunidad de presentar cifras y comprobantes actualizados sobre los 
gastos en los que se incurrirá durante el desarrollo del proceso contenc ioso 

internacional. 

5.4. Cost11s 
229. El Centro de Derechos Humanos de la Pontificia Universidad Católica del 

Ecuador (antes Clinica de Derechos Humanos) ha realizado la defensa gratuita y 

acompañamiento psicosocial de Gonzalo Cortez Espinosa y su fa milia en 

instancia· naciona.lc y ante el Sistema 1nteramericano, cc,m0 ma 0r~, mznción 
sin f'ínes Je lucro, adscrita a la Faculta de Jurisprudenc ia de la P0ntifícia 
Universidad Católica del Ecuador. 

230. Para el desarrollo de su trabajo el CDl-1 -PUCE cuenta con profesiomles 
especializados en la materia, que permiten que las víctimas cuenten con personal 
·apacitaJo Jurn11t~ d litigio nacional in{émaciona!. Dichos profosionnlcs son 
remunerados por esta institución. Los costos generados por su ac tuación 
profesional , entre los que se incluye la recolección de pruebas y notarización de 
documentos han sido cubiertos por esta organización , lo que parn el presente caso 

JJ
7 C,xte IDH. Cc1s0 Vil la111i a 11 Durán y 011us Vs. Colvrnbia. Fxcc'pcíó n Prdin1im1r, Fundo. Rc'paraciones 

y Costas. Sent encia de 20 de noviembre el e 20 18 . Serie C No . 3(, 0 1_ párT 236 
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ha r 1)1\::-cntado unc1 ~.rnt.idad promedio 1.k 5.000 USD p0r añü. [ I valor 4ue asignr 

la Cort(: servirá al CDl 1-PlJCF para continuar con el patrocinio gratuito de nuevos 

casos de violación de derechos human s. Solicitamos que la Corte fije una cuantía 
de costas en equidad . 

6. SOLIC'ITllD B[ \ ·1 'TENCIA D[L FO DO LEGAi 

231. En base al Reglamento de la Corte lnteramericana de Derechos Humanos sobre 

el Fu ncionam iento del Fondo de Asistencia Legal de Víctimas (en adelante 

"R glament0 del F0ndo") .. s0lic itam0s R la Honorable r'.orte que det rmine 
prncedent ~ la solicitud de as istencia legal del Sr. Gonzalo 0 orte¿ Espi nosa. para 

cubrir algunos costos concretos re lacionados con la producción de prueba durante 
el proceso del caso ante la Corte. 

232. El artículo 2 del citado Reglamento del Fondo dispone lo siguiente: 

La prc-:-iunta victima que desee acogerse al Fondo de Asis1cncia Legal de 

Víctimas deberá hace rl o saber a la Corte en su escrito de solicitudes, 

argumentos y pruebas. Deberá demostrar, mediante declaración jurada y 
otros medios probatorios idóneos que satisfagan al Tribunal , que carece de 

fPCtffSO · económicos suficientes para solventar los costos del litigio ante 
la Corte Tnteramericana e indicar con precisión qué a pectos de su defensa 
en el proceso requieren el uso de recursos del Fondo de Asistencia Legal 
de Victimas. 

233 . La pri ttcipai acb\ ·dad del Sr. Co1i ez es de T ~cnico Electrónico fodustriaí, en -ese 
sentido, trabaja en diferentes sitios en los que se requiera sus servicios de manera 

eventual, percibiendo un ingreso promedio mensual de doscientos cincuenta 
dólares estadounidenses, 14

K por lo que resulta insuficiente para cubrir gastos 

0riginados en el presente caso. 
234. En base a estas consideraciones, solicitamo · a la Honorable Corte, que los 

siguientes gastos, ( en caso de convocarse a una audiencia presencial ). sean 
cubiertos por el Fondo de Asistencia Legal: 

• Gastos de viaje (pasaje, hotel y pcr tliem) dt ias personas qué la Cortt llame a 
declarar en audiencia, incluyendo víctimas, testigos, peritos y abogados. de 
acuerdo al artícul.o 50 del Reglamento de la Corte; 

• Gastos de notario derivados de las declaraciones de, íctimas. testigos y peritos 
que lu Corte considere pertinente recibir por aftiilc.J\•ú de ucuerdo al citn.do 

artículo; 

JJ Y. Anexo 23. Declaración juramentada de ingré,,OS, ,t:ndida am<:: el Dr. Juan r\rbvlt:!<la Orellana, Notario 
Sexagés imo Octavo del Cantón Quito, 2 de octubre de 2020 
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• Gastos y \'iaje deri,ados de la reali zac ión de los peritaj es incluidos en el 

presente escrito, incluidos los casos en que los peritos necesiten V1a_¡ar a 

Lc uador para la realizac ión de los mismos. 

235. Finalmi.:ntc so licitamos que s~ requiera al Estado el reintegro de dichos gastos 
al fondo de Asistencia Legal de Víctimas, de acuerdo al art íc ulo 5 del Reglamento 
del Fondo Ello ~in prejuicio de los monto: en concepto d¡; gasto,-; y costa.<; que !;:: 

Honorable Corte determine para las víctimas y sus representantes y que deberán 

ser reintegrados directamente a los mismos. 

7. LtGl't'lMA('lÓN \ 1 NO'Hf.'tCACt<)N 
236. Los representantes de las víctimas en el presente caso son Mario Me]o Cevallos, 

David Cordero Heredia y José Valenzuela Rosero por el Centro de Derechos 
Humanos-PU CE. 

23 7. Notificaciones que nos correspondan las seguiremos recibiendo a los correos 

e 1 ectrónicos:   

 

8. PRUEBA 

8.3. Prueba Documental 

238. Solicitamos a ta Corte lDii onsi<lere como prueba documental todo el 

expediente y sus anexos presentados por la CIDH a la Corte IDH. Además_ 
solicitamos se incorpore los documentos adjuntos al presente escrito: 

• Anexo l. Ministerio de Defensa Nacional. Liquidación de tiempo de 
servicio No. 000557. 3 de marzo de 2005 , Finnado por Patricio Bonilla 

Romero. Crnl. Eme. Secretario General del M.D.N. 
• Anexo 2. Certificado de trabajo. Ícaro. No. lC-GG-032/97, 5 de marzo de 

1997. Firmado por el Cmel Ave. (SP) Oswaldo Lara. Gerente General 

• Anexo 3. Copia simple de Declaraciónjurarneotada rendida ante el Dr. Jorge 

Machadü C'.z..-vaHos, N-0tari<; Pfimcrn d.el Car1tón (Aüto_ el 8 <le marzo d~ 
2012. 

• Anexo 4. Infonne Psicológico Forense No 2013-892, practicado en el 16. 
19, 24 y 29 de julio de 2013 . Policía Nacional del Ecuador. Dirección 
Nacional de la Policía Judicial e lnvesti gac iones Departamento Médico 
Lega l. 

• Anexo 5. Nota de venta de 17 de diciembre de 1997. Firmada por Francisco 
Narváez. Con Razón de originalidad certificada por el Notario Décimo Dr. 
Eduardo Orquera Z el 13 de marzo de l año 2000. 

• Anexo 6. Providencia c:miüda por el Juzgado Tercero !e lo h~na! te 
Pichincha, Quito, a J de marzo de 2000, las 1 Oh 15 . Considera mediante un 
escrito presentado por el acusador particular Almirante Hugo Unda Aguirre, 

se conoce que se encuentra detenido el ciudadano sindicado Gonzalo 
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0 1 L mh Corh.:z Espino:,a en el Cenlto Li t.: D ·tcnéil)n Pro isionul , dt:.: Quitu, 

al electo. gí résc la respécti va boleta de encarcelamiento del mencionado 
sindicado quien pt:nnanecení d tenido a órdenes de esta judicatura. &. 

Boleta Constitucional de encarce lamiento. Serie C-3 No. 0346, 3 de marzo 
de 2000. firmada por el Dr. Jorge W Gcrmnn R. (!:). 

• Anexo 7. Co pia sirnplc dé solici tud de hábeas corpu presentado ante el 
/\ lcalde de la Ciudad Metropolitana de Quito. el 8 de marzo del año 2000, 

mediante trám ite No. O 1038, con razón de recepción de la Alcaldía. 
• .\nexo 8. Copia simple de so licitud y respuesta presentada por el Sr. 

--onwlo ortez, ante el Director c.ícl Centro de Detención Provisional t.le 
Quito , con respecto a la fecha de ingreso al C.D.P. 

• Anexo 9. Copia simple de escri to dirigido al Juez Tercero de lo Penal de 
Pichincha, presentado el 29 de marzo de 2000, firmado por Juan Pablo 

Albán - bogado defensor del Sr_ Corte7- y por Gonzalo Cortez. 
• Anexo 10. Copia simple de solicitud de Hábeas Corpus presentado ante la 

Alcaldía de la Ciudad Metropol itana de Quito, el 29 de marzo del año 2000, 

mediante trámite No. 01426, con razón de recepción de la Alcaldía. 
• Anexo 11. Copia simple de Resolución del Hábeas Corpus, fimmda por el 

Secre-tario General de {a Akald.ía d-e Quito, de 29 de marLO de _000, {as 
15h00. 

• Anexo 12. Copia simple de providencia emitida por .la Tercera Sala del 
Tribunal Constitucional de 29 de marzo de 2000, las J 5h05, finnada por el 
Dr. Hemán Rivndeneira .Játiva, (Presid 0 nte). Dr, René De rJa Torre Akívar 
(vocal), Dr. Oswaldo Cevallos Bueno (vocal suplente). 

• Anexo 13. Copia simple de escrito dirigido a la Tercera Sala del Tribunal 
Constitucional, de 4 de abril de 2000, recibido las 11h23, firmado por el 
Ledo. Gerardo Cortez., bennano de Gonzalo. 

• Anex-o I4. Resolución No. t3 ! -HJ-SALA-2DD0, Caso No. O L -2000-HC de{ 
Tri bunal Constitucional , 9 de mayo de 2000, las 15h00, con razón de 
autentic idad emitida por la Notaría Sexagésima Octava del Cantón Quito. el 
24 de septiembre de 2020. 

• Anexo 15. C0pi3 :-imple d~ pr()videnc.i?. emitida pw !(l C0rtl;' Pr<)\·in ií! l i 

Justicia de Pichincha, Primera Sala de Garnntfas Penales, el I une 3 de enero 
de 2011 , las 10h07. 

• Anexo 16. Certificado de antecedentes penales. Emitido el 15 de octubre de 
2012. Ministerio del Interior. Cortez Espinoza Gonzalo Orlando. Sí registra 
antecedentes pena.tes. 

• Anexo 17. Certificado de antecedentes penales, Ministerio del lnterior, 4 de 
octubre de 2020. 

• Anexo 18. Copias de cédulas de ciudadanía de familiares directos de la 
víctima. 

• Anexo 19. Origina! Je pasi.lporlc del , r. Cunntlo Curta y \ isa 
norteamericana No. osns034, emitida el 21 de septiembre de 1993. 
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• Anexo 2~). Oikio o . IC-GG -023/97, de 25 de febrero 1997 y li4uídaci6n 
de haberes a l Sr. Gonza lo Cortez. 

• Anexo 21. Roles de pago Ícaro 
• Anexo 22. Cálculo de valores para daiío material 
• Anexo 23. Declaración juramentada de ingresos, rendida ante el Dr. Juan 

Arbok<la {)rellana, 1 fotncio Sc;.::ngóimo Oc tavo J e..;! Cantón Quito , 2 d.:: 
octubre de 2020. 

• Anexo 24. Currículums vitae de peritos. 

239. Durante el proceso ante la Honorable Corte [nteramericana, los representantes 

presentaremos testimonjos escritos y orales en relación con las detenciones 

jJ¡,;galc~ y arbitrarias rn¡¡Jizad~s ¡;n ~"-Ontra del Sr. Crow.a}o Or1'1ndo Cortc7. 
Espinoza: 

• Gonzal.o Orlando Cortez Espinoza, 61 años, nacido en Guayaquil , 

procesado e investigado ilegalmente por un tribunal militar desde el año 

1997, vktür1.a de una grav~ violadón de derechos humanos por acti..rs y 

omisiones cometidos por el Estado ecuatoriano. 

• Eugenia Magdalena López Gutiérrez, 60 años, esposa del Señor Gonzalo 

Cortez, acompañó al Sr. Cortez en la búsqueda de justicia a nivel nacional e 

internacional. 

• Galo Leonardo Guerrero Aguirre, testigo de la detención en la base aérea 

Mariscal Sucre de la ciudad de Quito del Sr. Cortez, entre los meses de j ulio 

a diciembre de 1997. 

• Edie :Marco Tulio Almeida Puga, testigo de la detención en la base aérea 

Ma1iscal Sucre de ia ciudad dt Quitt> dd Sr. Cortez., entre lo$ mese-:; de juho 
a diciembre de 1997. 

8.5. Prueba Pericial149 

• Álvaro J;rancisco Román Márquez, Doctor en Jurisprudencía y bogado 

de los Tribunales y Juzgados desde 1991 (28 años de ejercic io profe ional ). 

Especialista en Derecho Penal y Procesal Penal. Magíster en Derecho 

Con.<:;titucional. Realizará una pericia sobre la evolución del derecho penal 

ccu.1toriann y iltrihucioncs de los j u.;;:gad(v-; penales mil itare .. . a la época d¡; 
los hechos del presente caso. 

• Pablo Geovanny Bermúdez Aguinaga, Psicólogo clínico del Centro de 

Derechos Humanos de la PUC E. Miembro del grupo psicoanalítico La 

Letra, tiene estudios de especialidad en psicopatología y psicoanálisi s. 

1
·
19 A nexo 24. Curriculums vitae el e peri tos. 
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Rtal i-,,a1a una pc11cia Lle acucrd.ü a ~u · . ¡.."lcriencia Cl)mt> psicólogú tratante 

Jcl sc11or Corto respecto a las afcctac io11cs psicológicas que le provocó los 

hi..'clw. cn un iado: como las po · ,bles lo m1as de reparación en cuanto a la 

rehabilitación) a la sati slacc ión de la ,.. io lac ión de sus derecho 

• Lissct del lfocín Co h:1 Mejí.!! . Pn fe~orn de la Facultnd Lat ino.'.lmericnna de 

C1 ncias ·oc1a les (FLAC ·o-E uador ). ntr póloga, Ph.D . en C iencias 

ocialcs. [ :perta en pri iones, género y precariedad urbana. Objeto de la 

pericia : id ntificar lo · efecto sociales. en especial el acceso a oportunidade · 

labora l . para la per ona que son S{ metidas a procesos de pri vación de la 

lü ertad. 

9. PETITORIO 

2-tO. En ba'5t a los urgumcntos tk hecho y 1.ktechos ex.puestos, w licitamo a esta 
Honorable Corte declare que: 

• El Estado ecuatoriano es responsable por la violación a los derechos a la integridad 

personal, garantías judiciales y el derecho a la propiedad privada de l Sr. Cortez .,· 
su farnilia , contetnp1ados en 1os artículos 5, 7, 8, 25 y _ l de la CADH, en relación 

con obligaciones contenjdas en los artículos l . l del mismo i_nstrumeoto. 

24 J. Como consecuencia de las violac iones atribuid;¡s .a l Es rado ecuatori:mo, 
solicitamos que 1a Corte IDH ordene a éste reparar integralmente a la víct ima y 
sus familiares , en los ténninos expresados en el apartado 4 del presente escrito. 

242 . Además, solicitamos que la Corte ordene que el Estado pague las costas y gastos 

legales en que se haya incurrido por la tramitación del caso tanto a nivel nacional 
Cúmo 111tcrnaciúnal. 

Suscribirnos el presente documento: 
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David Cordero Heredia, J.S.D. 

Centro de Derechos Humanos-PUCE 

 

Dr. Mario Melo Cevallos 

Centro de Derechos Humanos-PUCE 

 

 

MSc. José Valenzuela Rosero 

Centro de Derechos Humanos-PUCE 
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